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1) TEXTO DE LA CITACION 3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


“Montevideo, 18 de noviembre de 1997. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, mañana miércoles 19, a la hora 17, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 


(Es la hora 17 y 19 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 19 de noviembre de 1997. 


yectos de ley: 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje comunicando la 


A ; e E 
1% Por el que se introducen modificaciones al régimen de promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


salidas transitorias de reclusos. 


por el que se concede pensión graciable al señor 


(Carp. N* 809/97 - Rep. N* 523/97) va 


2%) Por el que se establece que los contratos de arrenda- 
por el que se aprueba el Acuerdo Comercial en- 


tre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de Rumania, y; 


miento con destino a casa-habitación cuyo precio su- 
pere las UR 60 y con destino a industria y comercio 
cuando el precio supere las UR 120 no están com- 
prendidos en el régimen especial establecido en el De- 


creto-Ley N* 14.219. por el que se faculta a los Gobiernos Departa- 


mentales a adoptar el régimen en materia de ve- 
hículos de transporte previsto por el artículo 35 
de la Ley N* 16.697, de 25 de abril de 1995 y, 
en lo pertinente, el previsto por el artículo 13 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


(Carp. N* 272/95 - Rep. N* 510/97) 


3%) Por el que se aprueba la Convención Interamericana 
contra la Corrupción. 
(Carp. N* 823/97 - Rep. N* 522/97) -Ténganse presente y agréguense a sus anteceden- 
tes.” 
4%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Ejecu- 4) PEDIDO DE INFORMES 
tivo para destituir de su cargo a una funcionaria del 


Ministerio de Salud Pública. SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de dos pedidos de 


informes. 
(Carp. N* 837/97 - Rep. N* 521/97) 
A . (Se da de los siguientes:) 
Mario Farachio 
Secretario.” 


Jorge Moreira Parsons 


Secretario E - ee , 
El señor Senador Heber solicita se curse un pedido 


de informes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca relacionado con la reglamentación del artículo 
286 de la Ley N* 16.736 sobre controles a las importa- 
ciones, exportaciones, admisiones temporarias o cual- 
quiera otra forma de ingreso o egreso al o del territorio 
nacional de semillas, vegetales, productos y subproduc- 
tos de origen vegetal, y otro al Ministerio de Educación 
y Cultura relacionado con la política postal a seguir por 
la Administración Nacional de Correos.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Astori, Atchugarry, Barbato, Cid, Gandini, Ga- 
rat, Gargano, Heber, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, 
Lausarot, Mallo, Michelini, Millor, Pozzolo, Quarneti, Ri- 
caldoni, Sanabria, Santoro, Sarthou, Segovia y Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
doctor Hugo Batalla, y los señores Senadores Batlle, Brezzo, 
Couriel, Chiesa, Dalmás y García Costa; con aviso, los se- 
ñores Senadores Pereyra y Storace y sin aviso, el señor Sena- 
dor Iturralde. 


-Procédase como se solicita. 


(Texto de los pedidos de informes:) 
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“Montevideo, 17 de noviembre de 1997. 


Dr. Hugo Batalla 
Presidente 
Cámara de Senadores 


En virtud de lo dispuesto en el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito a usted se sirva 
solicitar información al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, sobre el siguiente punto: 


El Art. 286 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, sustituye el Art. 4* de la Ley N* 3.921, de 28 de 
octubre de 1911 por el siguiente: 


“Artículo 4%. - El Poder Ejecutivo determinará los 
controles que correspondan en todas las importaciones 
exportaciones, admisiones temporarias, o cualquier otra 
forma de ingreso o egreso al o del territorio nacional, 
de semillas, vegetales, productos y subproductos de ori- 
gen vegetal pudiendo, en los casos que fuera necesario, 
prohibir el ingreso al país de los mismos cuando pue- 
dan causar perjuicios a la sanidad vegetal, o cuando no 
se ajusten a los requisitos exigidos en el esquema de 
tipificación de calidad que a tal efecto fijará el Poder 
Ejecutivo, como así también otorgar la certificación de 
exportación pertinente y habilitar los establecimientos 
en que se elaboren los productos a exportar”. 


Aparentemente, esta norma aún no ha sido regla- 
mentada, ocasionándose en algunos casos competencia 
desleal entre los productos nacionales y extranjeros en 
la relación precio-calidad. 


Por lo tanto, desearíamos conocer si realmente esta 
norma no ha sido reglamentada, y en caso afirmativo 
cuáles han sido los motivos que llevaron a esa omisión. 


Para el caso contrario, agradeceríamos nos enviaran 
la reglamentación al respecto y la instrumentación prác- 
tica de la misma. 


Saluda a Ud. muy atentamente, 
Luis A. Heber. Senador.” 
“Montevideo, 17 de noviembre de 1997. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República solicito a Ud. se curse el 
presente al Ministerio de Educación y Cultura a efectos 
de que se sirva informar acerca de los siguientes extre- 
mos relativos a la Administración Nacional de Correos. 
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A modo de introducción corresponde mencionar que 
la actual estructura y competencias de la Administra- 
ción Nacional de Correos fueron establecidas por la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Al sancionar dicho cuerpo legal y lo que hace direc- 
ta relación con los servicios postales, el Legislador con- 
sagró una descentralización para el nuevo organismo, a 
los efectos de buscar la eficiencia en la prestación de 
los servicios mediante una competencia leal con el res- 
to de las empresas que cumplen funciones similares. 


A tales efectos, el Art. 746 de la ley mencionada 
otorgó al Poder Ejecutivo las competencias de órgano 
regulador y controlador de la política postal. El mismo 
artículo crea en la órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura una Comisión Asesora que, entre otros cometi- 
dos, se le asigna el de informar al Poder Ejecutivo acer- 
ca de la aplicación de las políticas postales por él defi- 
nidas y, además, la elaboración de un anteproyecto de 
ley regulatorio de los servicios postales antes del 31 de 
diciembre de 1996. 


De lo manifestado precedentemente, surge claro que 
la Ley asignó al Poder Ejecutivo la fijación de la políti- 
ca postal, Ente regulador, así como lo referente al cum- 
plimiento de la misma, no sólo sobre los permisarios 
privados, sino también sobre la Administración Nacio- 
nal de Correos. 


En mérito a lo expuesto se solicita al señor Ministro 
de Educación y Cultura la siguiente información: 


1) Si el señor Ministro ha propuesto al Poder Eje- 
cutivo la política postal a seguir por la Adminis- 
tración Nacional de Correos y los permisarios 
privados. 


2) Si el señor Ministro ha elevado al Poder Ejecuti- 
vo, para su aprobación, la reglamentación del 
funcionamiento de la Comisión Asesora creada 
por el artículo 746 de la Ley citada, asignándole 
sus cometidos. 


3) Si el señor Ministro conoce los motivos que exis- 
ten para que los anteproyectos de ley elaborados 
de acuerdo al mandato legal no hayan sido pre- 
sentados al Parlamento para su consideración. 


4) Cuáles han sido los motivos que han determina- 
do que el señor Ministro no cite a la Comisión 
Asesora de referencia. 


5) Si el señor Ministro conoce los motivos por los 
cuales la Comisión Asesora no ha informado al 
Poder Ejecutivo acerca de la aplicación de las 
políticas postales. 
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6) Si el señor Ministro ha ejercido sus facultades 
de contralor sobre la gestión de la Administra- 
ción Nacional de Correos y de los permisarios 
particulares. 
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Qué intervención ha tenido el señor Ministro so- 
bre la fijación del porte postal que deben abonar 
los permisarios particulares. 


8) De qué forma el señor Ministro dará cumpli- 
miento a lo dispuesto en el artículo 22 de la ley 
citada, en cuanto a la reducción en forma pro- 
gresiva del porte postal de los permisarios parti- 
culares, ya que de seguirse de la misma forma 
que hasta el presente con las reducciones reali- 
zadas en el año 2000 el porte se reduciría a O en 
forma abrupta, situación no querida por el Le- 
gislador al dictar la norma de referencia. 


Sin otro particular saludo a usted muy atentamente. 
Luis A. Heber. Senador.” 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Chiesa solicita licencia por el día 
de la fecha.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 19 de noviembre de 1997. 

Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

Presente. 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito licencia, por motivos parti- 
culares, de la sesión extraordinaria a celebrarse en el 
día de la fecha. 


Sin otro particular, saludo a Usted muy atentamente 


Sergio Chiesa Duhalde. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 


CAMARA DE SENADORES 


19 de Noviembre de 1997 
-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

(Se da de la siguiente: ) 


“El señor Senador Hierro López solicita licencia los 
días 20 y 21 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, noviembre 11 de 1997. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


De mi consideración: 


Habiendo sido invitado en mi carácter de Presidente 
de la Comisión Parlamentaria Conjunta del MERCOSUR, 
para disertar en el seminario: “Relaciones Internaciona- 
les y Regionales de los Partidos Políticos del Cono Sur; 
El Diálogo Político Previsto en el Acuerdo Marco Unión 
Europea. MERCOSUR”, organizado por el Consejo Ar- 
gentino para las Relaciones Internacionales y la Funda- 
ción Konrad Adenauer, que tendrá lugar en la Provin- 
cia de Buenos Aires el 20 y 21 de noviembre del co- 
rriente, me dirijo al Señor Presidente para solicitarle 
licencia al Cuerpo por el período comprendido entre los 
días 20 y 21 inclusive del mencionado mes. 


Le saluda atentamente 
Luis Hierro López. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada . 


6) 


(Se vota:) 
-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SALIDAS TRANSITORIAS DE RECLUSOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 


que figura en primer término del orden del día: “Proyecto de 


ley por el que se introducen modificaciones al régimen de 
salidas transitorias de reclusos. (Carp. N* 809/97 - Rep. 
N* 523/97)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 809/97 C) El tiempo de duración de la salida, el motivo 
Rep. N* 523/97 y el grado de seguridad que se adopte; 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento 
del régimen; 

PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO CI A E 

El referido informe le será entregado, en origi- 

nal y una copia, al recluso o a su defensor, a fin 

de ser presentado ante la sede judicial compe- 
tente donde, al momento de recibirse, se sellará 
la copia y se la devolverá con la constancia del 


Artículo 1”. - Modifícase el artículo 184 del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 184 (Autoevasión). - El que ha- 


llándose legalmente preso o detenido se evadiere 
empleando violencia en las cosas, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


Igual pena se aplicará al que, autorizado por la 
autoridad competente a ausentarse de su lugar 
de reclusión, en régimen de salidas transitorias, 
no regresare al mismo, en el plazo fijado”. 


día y hora de presentación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria res- 
ponsabilidad, deberá poner el informe al despa- 
cho del Juez en forma inmediata, quien, sin más 
trámite, dará vista al Ministerio Público por un 
plazo de cinco días hábiles. Vuelto el expedien- 
te, el Juez de la causa, dentro de igual plazo y 
bajo su más seria responsabilidad funcional, de- 
berá expedirse sobre el régimen propuesto o so- 


bre las modificaciones que entendiere pertinen- 
tes al mismo. La resolución que se dicte no será 
pasible de recurso alguno. 


Art. 2”. - Sustitúyese el artículo 62 del Decreto-Ley 
N* 14,470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 29 de la Ley N* 16.707, de 12 de 


julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el 
siguiente: Si la autorización de salida transitoria fuera en 


“ARTICULO 62. - Para la concesión de la salida 
transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
podrá ser otorgada toda vez que el recluso, per- 
sonalmente o por intermedio de su defensor, pre- 
sente solicitud por escrito, ante la Dirección del 
Establecimiento donde se encuentre recluido. 


En un plazo que no excederá de los diez días 
desde la presentación de la solicitud, la autori- 
dad carcelaria formulará un informe al Juez de 
la causa. 


Si el informe carcelario fuera opuesto a la con- 
cesión de la salida transitoria, sea porque el re- 
cluso no tiene buena conducta o por existir otro 
motivo que determine la inconveniencia de su 
otorgamiento, se hará saber al Juez de la causa 
el que, en definitiva, resolverá, en forma funda- 
da, previo dictamen del Ministerio Público. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere favo- 
rable a la salida transitoria, deberá establecer, en 
forma precisa, el régimen a seguirse, y en especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso; 


B) Las normas de conducta que el recluso debe- 
rá observar durante la salida, así como las 
restricciones o prohibiciones que se estime 
convenientes; 


definitiva denegada, el recluso no podrá presen- 
tar nueva solicitud, hasta que no hayan transcu- 
rrido noventa días desde la anterior denegatoria. 


A los fines del presente régimen, se entenderá 
por autoridad carcelaria al Director Nacional de 
Cárceles y Centros de Recuperación y a los Je- 
fes de Policía, en el ámbito de sus respectivas 
jurisdicciones”. 


Art. 3”. - Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 63. - En ningún caso podrá autori- 
zarse la salida transitoria de un recluso que no 
haya cumplido, como mínimo, una preventiva 
de noventa días. 


Tratándose de personas procesadas o condenadas 
por un delito cuya pena mínima, prevista legal- 
mente, sea de penitenciaría, la salida transitoria 
no podrá concederse, hasta tanto no se haya cum- 
plido una tercera parte de dicha pena. Asimismo, 
en dichos casos, será preceptivo, como requisito 
para poder conceder la respectiva autorización, el 
Informe del Instituto Nacional de Criminología o, 
en su defecto, de los abogados regionales depen- 
dientes del Ministerio del Interior que, por razo- 
nes de jurisdicción corresponda, el que deberá ser 
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recabado por la autoridad carcelaria y evacuado, 
dentro del plazo de que ésta dispone, conforme a 
lo previsto en el artículo anterior”. 


Sala de la Comisión, 13 de noviembre de 1997 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante verbal), 
Pablo Iturralde (con salvedades que expondrá 
en Sala), José Korzeniak (con salvedades que 
expondrá en Sala), Luis B. Pozzolo, Fernando 
Quarneti, Walter Santoro (con salvedades que 
expondrá en Sala), Helios Sarthou (con salveda- 
des que expondrá en Sala). Senadores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La 


Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha 


sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Sustitúyese el artículo 47 del Código 
Penal por el siguiente: 


“ARTICULO 47. - Agravan el delito, cuando no 
constituyen elementos constitutivos o circunstan- 
cias agravantes especiales del mismo, las circuns- 
tancias siguientes: 


1%)  (Alevosía). Se entiende que existe alevosía 
cuando la víctima se halla en condiciones 
inadecuadas de cualquier naturaleza que 
fueren, para prevenir el ataque o defender- 
se de la agresión. 


2%) (Móvil de interés). Cometerlo mediante 
precio, recompensa o promesa remunerato- 
ria. 


3%) (Causa de estrago). Ejecutar el delito por 
medio de inundación, incendio, veneno, ex- 
plosión, varamiento de nave o averías cau- 
sada de propósito, descarrilamiento de fe- 
rrocarril u otro artificio que pueda ocasio- 
nar grandes estragos o dañar a otras perso- 
nas. 


4%) (Causación de males innecesarios). Au- 
mentar deliberadamente el mal del delito, 
causando otros males innecesarios para su 
ejecución. 


5%) (Premeditación y engaño). Obrar con pre- 
meditación conocida, o emplear astucia, 
fraude o disfraz. 


6% (Abuso de fuerza). Abusar de la superiori- 
dad del sexo, de las fuerzas o de las armas, 


79) 


8%) 


9%) 


10) 


11) 


12) 


13) 


14) 


15) 


16) 
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en condiciones que el ofendido no pueda 
defenderse con probabilidades de repeler 
la ofensa. 


(Abuso de confianza). Cometer el delito 
con abuso de confianza. 


(Carácter público del agente). Prevalecer- 
se del carácter público que tenga el culpa- 
ble. 


(Móvil de ignominia). Emplear medios o 
hacer que concurran circunstancias que aña- 
dan la ignominia a los efectos propios del 
hecho. 


(Disminución de la defensa). Cometer el 
delito con ocasión de incendio, naufragio, 
sedición, tumulto o conmoción popular u 
otra calamidad o desgracia. 


(Substracción a las consecuencias natu- 
rales o legales del delito). Ejecutarlo con 
auxilio de gente armada o de personas que 
aseguren o proporcionen la impunidad. 


(Facilidades de orden natural). Ejecutar- 
lo de noche o en despoblado, salvo que el 
Juez, según el delito y las circunstancias 
no juzgara conveniente su aplicación. 


(Menosprecio de la autoridad). Ejecutar- 
lo en desprecio o con ofensa de la autori- 
dad pública, o en el lugar en que se halla 
ejerciendo sus funciones. 


(Abuso de autoridad, de relaciones do- 
mésticas, etc.). Haber cometido el hecho 
con abuso de autoridad, o de las relaciones 
domésticas o de la cohabitación, o con vio- 
lación de los deberes inherentes al estado, 
cargo, oficio o profesión. 


(De las cosas públicas o expuestas a la fe 
pública). Haber cometido el hecho sobre 
cosas existentes en establecimientos públi- 
cos o que se hallaren bajo secuestro, o ex- 
puestas por necesidad o por la costumbre a 
la fe pública, o destinadas al servicio pú- 
blico, o de utilidad, defensa o reverencia 
pública. 


(En uso del régimen de salidas transito- 
rias). Cometer el delito mientras se encon- 
trare al amparo del régimen de salidas 
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transitorias establecido por la Ley N* 
16.707, de 12 de julio de 1995”. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria res- 
ponsabilidad, deberá poner el informe al despa- 
cho del Juez en forma inmediata, quien, sin más 
trámite dará vista al Ministerio Público por un 
plazo de cinco días hábiles. Vuelto el expedien- 
te, el Juez de la causa, dentro de igual plazo y 


Art. 2". - Sustitúyese el artículo 62 del Decreto-Ley 
N* 14,470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 29 de la Ley N* 16.707, de 12 de 


julio de 1993, por el siguiente: bajo su más seria responsabilidad funcional, de- 


“ARTICULO 62. - Para la concesión de la salida 
transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
podrá ser otorgada toda vez que el recluso, per- 
sonalmente o por intermedio de su defensor, pre- 
sente solicitud por escrito, ante la Dirección del 
establecimiento donde se encuentre recluido. 


En un plazo que no excederá de los diez días 
desde la presentación de la solicitud la autoridad 
carcelaria formulará un informe al Juez de la 
causa. 


Si el informe carcelario fuera opuesto a la con- 
cesión de la salida transitoria, sea porque el re- 
cluso no tiene buena conducta o por existir otro 
motivo que determine la inconveniencia de su 
otorgamiento, se hará saber al Juez de la causa 
el que, en definitiva, resolverá en forma funda- 
da, previo dictamen del Ministerio Público. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere 
favorable a la salida transitoria, deberá estable- 
cer, en forma precisa, el régimen a seguirse, y en 
especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso. 


berá expedirse sobre el régimen propuesto o so- 
bre las modificaciones que entendiere pertinen- 
tes al mismo. Si en el plazo establecido no hu- 
biere resolución, el expediente se remitirá al Juez 
subrogante quien dispondrá de igual término. La 
resolución que se dicte no será pasible de recur- 
so alguno. 


Si la autorización de salida transitoria fuere en 
definitiva denegada, el recluso no podrá presen- 
tar nueva solicitud hasta que no hayan transcu- 
rrido noventa días desde la anterior denegatoria. 


Al recluso que, autorizado por la autoridad com- 
petente a ausentarse del lugar de reclusión, no 
regresare al mismo en el plazo fijado sin causa 
justificada, se le incrementará el mínimo para 
obtener la libertad anticipada a razón de dos días 
por cada día de retraso, debiendo la autoridad 
carcelaria comunicar al Juez de la causa dicho 
hecho en un término no mayor a los diez días de 
producirse el reintegro del recluso al estableci- 
miento respectivo. 


A los fines del presente régimen se entenderá 
por autoridad carcelaria al Director del estable- 
cimiento respectivo”. 


Art. 3”. - Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995, por el siguiente: 


B) Las normas de conducta que el recluso debe- 
rá observar durante la salida así como las 
restricciones o prohibiciones que se estime 


convenientes. 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo 
y el grado de seguridad que se adopte. 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento 
del régimen. 


La resolución le será entregada, en original y 
una copia, al recluso o a su defensor, a fin de ser 
presentada ante la sede judicial competente, don- 
de, al momento de recibirse, se sellará la copia y 
se la devolverá, con la constancia del día y hora 
de su presentación. El informe completo será re- 
mitido por la autoridad carcelaria al Juez com- 
petente. 


“ARTICULO 63. - En ningún caso podrá autori- 
zarse la salida transitoria de un recluso que no 
haya cumplido, como mínimo, una preventiva 
de sesenta días. 


Tratándose de personas procesadas o condena- 
das por un delito cuya pena mínima, prevista 
legalmente, sea de penitenciaría, la salida transi- 
toria no podrá concederse hasta tanto no se haya 
cumplido una tercera parte de dicha pena. Asi- 
mismo, en dichos casos, será preceptivo, como 
requisito para poder conceder la respectiva auto- 
rización, el informe del Instituto Nacional de Cri- 
minología o, en su defecto, de los abogados re- 
gionales dependientes del Ministerio del Interior, 
que, por razones de jurisdicción corresponda, el 
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que deberá ser recabado por la autoridad carce- 
laria y evacuado, dentro del plazo de que ésta 
dispone, conforme a lo previsto en el artículo 
anterior.” 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 19 de agosto de 1997. 


Carlos Baráibar 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 20 de febrero de 1997. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Senador doctor Hugo Batalla 

Presente 

Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter a la 
consideración de ese Alto Cuerpo Legislativo, el adjun- 
to proyecto de ley, por el que se introducen modifica- 
ciones al régimen de salidas transitorias de reclusos, 
estructurado por los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por los artículos 29 y 30 de la Ley N* 16.707, de 
12 de julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana). 


Las normas proyectadas tienen como fin el de regu- 
lar de un modo más estricto todo lo relativo a dicha 
materia, de modo de minimizar los riesgos en cuanto a 
la violación, por parte de los reclusos, de las obligacio- 
nes impuestas al concederse la salida transitoria, en es- 
pecial, aquella atinente al retorno, en el plazo fijado, al 
respectivo lugar de reclusión. 


En primer término, se ha entendido aconsejable bus- 
car una penalización adecuada a quien se aprovecha de 
una salida transitoria, para sustraerse a la prisión que 
estaba cumpliendo. Por tal razón, el artículo 1%, agrega 
un segundo inciso al artículo 184 del Código Penal, 
referido al delito de “autoevasión”, considerando que 
incurre en dicha conducta aquel que, autorizado a salir 
del establecimiento de detención en que se encuentra, 
en régimen de salidas transitorias, no regresare al mis- 
mo en el plazo fijado en la autorización respectiva (como 
se advierte, no se ha estipulado en la norma que sucede 
en los casos en que el recluso vuelve a su lugar de 
reclusión, pero vencido dicho plazo, dejando librado al 
buen criterio de la autoridad carcelaria la presentación 
de la denuncia respectiva, sólo en aquellas situaciones 
en que se tenga la convicción de que el recluso ya no 
ha de regresar al establecimiento). 
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Es preciso tener en cuenta que, hasta el presente, la 
conducta de referencia estaba exenta de castigo, lo que, 
de algún modo, ambientaba situaciones como las que 
se han detectado últimamente, con la consiguiente alar- 
ma de la población. 


Los artículos 2* y 3* contienen algunas modificacio- 
nes respecto de la tramitación de las solicitudes de sali- 
das transitorias, estructurado por la Ley de Seguridad 
Ciudadana. En primer lugar, se amplía a diez días (que 
se especifican que serán hábiles, para aventar cualquier 
duda interpretativa), el actual plazo de setenta y dos 
horas, el que se reputa exiguo para que la autoridad 
carcelaria pueda evaluar, debidamente, la pertinencia o 
no de la autorización solicitada. 


Se mantiene, en cambio, el plazo de cinco días que 
tiene el juez para resolver en definitiva la petición, aun- 
que se dispone que el auto respectivo debe ser fundado 
y que, con carácter previo, deberá ser oído el Ministe- 
rio Público y Fiscal, de modo de mantener una exacta 
correspondencia con lo que ocurre en los incidentes 
excarcelatorios. Asimismo, se consagra la irrecurribili- 
dad de la decisión judicial negando o concediendo la 
salida transitoria solicitada. 


En segundo lugar, se agrega un inciso por el cual se 
determina que, si se denegara una autorización, no po- 
drá presentarse nueva solicitud hasta que hayan trans- 
currido noventa días desde la anterior denegatoria. Se 
procura, de este modo, evitar que el recluso desista del 
trámite, en caso de que el informe carcelario no le sea 
favorable, optando por presentar, inmediatamente, una 
nueva solicitud. Por lo demás, se descuenta que las ra- 
zones que motivaron un rechazo de la solicitud no ha- 
brán de cambiar en un plazo más breve. 


Por último, se aclara que, a los efectos del régimen 
de salidas transitorias, se entenderá por autoridad car- 
celaria al Director Nacional de Cárceles y Centros de 
Recuperación y a los Jefes de Policía de los distintos 
departamentos del país, de modo de jerarquizar el nivel 
de decisión en lo relativo al informe producido en el 
ámbito carcelario. 


En lo formal, se consideró más lógico incluir en una 
única disposición todo el trámite de la autorización, 
tanto en vía administrativa como judicial, refundiendo 
los dos artículos referidos al tema en la Ley de Seguri- 
dad Ciudadana. 


En el artículo 3 se le da un contenido novedoso al 
artículo 63 del Decreto-Ley N* 14.470, estableciendo 
algunos principios rectores que permitan uniformar cri- 
terios en esta materia. Así, se dispone que no se autori- 
zarán salidas transitorias hasta que el recluso no haya 
cumplido, como mínimo, una prisión de noventa días, 
en el entendido que no es posible una correcta evalua- 
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ción de aquel en un plazo menor y que, por lo demás, 
una autorización tan prematura desvirtúa la esencia y 
filosofía del régimen. 


Asimismo, se impone un criterio restrictivo para 
aquellas personas que han cometido delitos graves (cas- 
tigados con pena mínima de penitenciaría), requirién- 
dose que hayan cumplido una preventiva de, al menos, 
una tercera parte de dicho mínimo previsto legalmente 
y, además, que, se requiera, previamente, el informe 
del Instituto Nacional de Criminología y, en aquellos 
lugares en que éste no tenga jurisdicción, el de los abo- 
gados regionales dependientes del Ministerio del Inte- 
rior. 


Confía el Poder Ejecutivo en que la pronta sanción 
de las normas de este proyecto, habrá de contribuir, 
junto con otras iniciativas ya sometidas a la considera- 
ción del Parlamento, al fortalecimiento del marco legal, 
en materia de Seguridad Ciudadana, mitigando los des- 
víos últimamente comprobados en la aplicación del ré- 
gimen de salidas transitorias. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Alto Cuerpo con su 
más alta y distinguida consideración. 


Julio María Sanguinetti (PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA), Didier Opertti, Antonio Gue- 
rra. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Modifícase el artículo 184 del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 184 (Autoevasión). - El que ha- 
llándose legalmente preso o detenido se evadiere 
empleando violencia en las cosas, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


Igual pena se aplicara al que, autorizado por la 
autoridad competente a ausentarse de su lugar 
de reclusión, en régimen de salidas transitorias, 
no regresare al mismo, en el plazo fijado”. 


Art. 2”. - Sustitúyese el artículo 62 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 29 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el 
siguiente: 


“ARTICULO 62. - Para la concesión de la salida 
transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
podrá ser otorgada toda vez que el recluso, per- 
sonalmente o por intermedio de su Defensor, pre- 
sente solicitud por escrito, ante la Dirección del 
Establecimiento donde se encuentre recluido. 
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En un plazo que no excederá de los diez días 
desde la presentación de la solicitud, la autori- 
dad carcelaria formulará un informe al Juez de 
la causa. 


Si el informe carcelario fuera opuesto a la con- 
cesión de la salida transitoria, sea porque el re- 
cluso no tiene buena conducta o por existir otro 
motivo que determine la inconveniencia de su 
otorgamiento, se hará saber al Juez de la causa 
el que, en definitiva, resolverá, en forma funda- 
da, previo dictamen del Ministerio Público. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere 
favorable a la salida transitoria, deberá estable- 
cer, en forma precisa, el régimen a seguirse, y en 
especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso. 


B) Las normas de conducta que el recluso debe- 
rá observar durante la salida, así como las 
restricciones o prohibiciones que se estime 
convenientes. 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo 
y el grado de seguridad que se adopte. 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento 
del régimen. 


El referido informe le será entregado, en origi- 
nal y una copia, al recluso o a su Defensor, a fin 
de ser presentado ante la sede judicial compe- 
tente, donde, al momento de recibirse, se sellará 
la copia y se la devolverá, con la constancia del 
día y hora de su presentación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria res- 
ponsabilidad, deberá poner el informe al despa- 
cho del Juez en forma inmediata, quien, sin más 
trámite, dará vista al Ministerio Público por un 
plazo de cinco días hábiles. Vuelto el expedien- 
te, el Juez de la causa, dentro de igual plazo y 
bajo su más seria responsabilidad funcional, de- 
berá expedirse sobre el régimen propuesto o so- 
bre las modificaciones que entendiere pertinen- 
tes al mismo. La resolución que se dicte no será 
pasible de recurso alguno. 


Si la autorización de salida transitoria fuere en 
definitiva denegada, el recluso no podrá presen- 
tar nueva solicitud, hasta que no hayan transcu- 
rrido noventa días desde la anterior denegatoria. 


A los fines del presente régimen, se entenderá 
por autoridad carcelaria al Director Nacional de 
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Cárceles y centros de Recuperación y a los Jefes 
de Policía, en el ámbito de sus respectivas juris- 
dicciones”. 


Art. 3”. - Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el 
siguiente: 


“ARTICULO 63. - En ningún caso podrá autori- 
zarse la salida transitoria de un recluso que no 
haya cumplido, como mínimo, una preventiva 
de noventa días. 


Tratándose de personas procesadas o condena- 
das por un delito cuya pena mínima, prevista 
legalmente, sea de penitenciaría, la salida transi- 
toria no podrá concederse hasta tanto no se haya 
cumplido una tercera parte de dicha pena. Asi- 
mismo, en dichos casos, será preceptivo, como 
requisito para poder conceder la respectiva auto- 
rización, el informe del Instituto Nacional de Cri- 
minología o, en su defecto, de los abogados re- 
gionales dependientes del Ministerio del Interior, 
que, por razones de jurisdicción corresponda, el 
que deberá ser recabado por la autoridad carce- 
laria y evacuado, dentro del plazo de que ésta 
dispone, conforme a lo previsto en el artículo 
anterior”. 


Montevideo, 20 de febrero de 1997. 


Didier Opertti, Antonio Guerra.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación ha estado analizando, como es ob- 
vio, el proyecto de ley venido de la Cámara de Representantes 
el que, a su vez, tuvo su origen en ideas presentadas tanto por 
algunos miembros de ese Cuerpo como también por el propio 
Poder Ejecutivo. No hay ninguna duda que quien informa este 
proyecto de ley en mayoría está obligado a dar una serie de 
explicaciones respecto del texto venido de la Comisión donde, 
repito, ha sido votado en mayoría. 


En primer lugar, se nos ocurrió a algunos de sus integran- 
tes -concretamente a los señores Senadores Brezzo, Pozzolo y 
quien habla- plantear en lo formal, como proyecto alternativo 
del de la Cámara de Representantes, aquel venido del Poder 
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Ejecutivo. Ello no obsta, señor Presidente, a que señalemos en 
este informe en mayoría que estamos de acuerdo con algunos 
criterios agregados en el proyecto de ley de la Cámara de 
Representantes y con algunas ideas planteadas por algún otro 
miembro de la Comisión -concretamente por los señores Sena- 
dores Santoro y Mallo- las que estamos dispuestos a conside- 
rar en el momento de la discusión general o particular, según 
se disponga. 


Hay, desde luego, una evidencia que rompe los ojos. Nin- 
guna medida legislativa por sí sola soluciona problemas de 
importancia en la vida de un país. La seguridad ciudadana, sea 
cual sea la evaluación que se haga de su estado en un determi- 
nado momento, es un tema importante. Entonces, debe quedar 
claro que este proyecto de ley, así como otros que han venido 
en el pasado y otros que se propongan y se aprueben en el 
futuro, en modo alguno, reitero, serán los exclusivos factores 
de un cambio deseado en el tema de la seguridad, que tiene sí 
raíces muy profundas, algunas jurídicas y otras no jurídicas. 


En términos generales, queremos señalar que estamos dis- 
puestos -si es que resulta necesario, pues no queremos entrar 
en un detallismo excesivo- a referirnos luego a algunas carac- 
terísticas generales de este proyecto de ley y a otras que, insis- 
to, estamos dispuestos a considerar y apoyar en su momento y 
que seguramente serán planteadas aquí también por quienes 
las promovieron en la Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado. Pero todo esto está vinculado también con algunas 
diferencias sustanciales. Por ejemplo, en el proyecto del Poder 
Ejecutivo figuraba el denominado delito de autoevasión, al 
que no me quiero referir en detalle pero que constituye un 
ilícito penal en sí mismo, el cual fue omitido en la Cámara de 
Representantes por razones que no compartimos. 


A la inversa, aunque no figura en el proyecto porque nues- 
tro objetivo fue reabrir la discusión para hacer una especie de 
sumatoria de lo que consideramos mejor del proyecto inicial y 
del posterior, compartimos lo que tiene que ver con algunos 
requisitos más severos en cuanto al otorgamiento de las sali- 
das transitorias, sobre todo en el caso de la comisión de ciertos 
delitos y también otras normas a las que, si es necesario, me 
referiré. Pero, señor Presidente, desde este punto de vista esto 
es lo fundamental. 


También, aunque he sido designado Miembro Informante 
por la mayoría, debemos señalar que no tenemos el honor de 
compartir algunos otros criterios expuestos en la propia Comi- 
sión así como con anterioridad, durante el correr de este año, 
en la Cámara de Representantes. 


Desde ya queremos decir que así como estamos en condi- 
ciones de apoyar algunas de las propuestas que se agregan a lo 
que es nuestro propio proyecto en mayoría -y me vuelvo a 
referir a algunas ideas que hemos escuchado en la Comisión al 
señor Senador Santoro especialmente y también al señor Sena- 
dor Mallo- no estamos dispuestos a respaldar otras soluciones 
legislativas que parten de una base a la que queremos salir al 
cruce en la forma más explícita posible. 
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Todo esto, señor Presidente, forma parte de una discusión 
que no empezó ahora sino hace muchos años -la recuerdo 
planteada en la época de mi pasaje como estudiante por la 
Facultad- y que tampoco terminará con la consideración de 
este proyecto de ley. Hay una idea que creo está en absoluta 
minoría dentro de la conciencia pública o popular, la percep- 
ción general que se tiene de determinados hechos, pero que 
sostiene que en definitiva el delincuente es siempre la víctima 
en última instancia y a veces la víctima principal de una socie- 
dad básicamente injusta. Es decir que hay algo muy ideologi- 
zado en esto que a veces no tiene mucho que ver con la reali- 
dad y menos aún con lo que la gente siente, y es el tema del 
que tanto a veces hablamos propia e impropiamente de las 
sensaciones térmicas que en este caso afortunadamente están 
en retirada, pero que dan lugar -y lo digo muy respetuosamen- 
te- a inútiles esfuerzos intelectuales destinados a trasladar el 
centro de la cuestión a terrenos que no son los que realmente 
interesan, por lo menos a la sociedad en su conjunto. Esto lo 
hemos constatado en la Comisión y queremos decir que no 
estaríamos de acuerdo con algunas ideas anunciadas allí por 
otros miembros que no son los que mencioné anteriormente. 
Estos plantean, por ejemplo, dos aspectos del proyecto que 
según se dijo en la sesión del 13 de noviembre deberían ser 
agregados al proyecto o, en su defecto, dar lugar a modifica- 
ciones, aunque me parece que más bien deberíamos inclinar- 
nos a hacer esto último. No sé si reglamentariamente es posi- 
ble hacer la siguiente referencia, aunque creo que no hay nin- 
gún inconveniente porque tiene el solo fin de describir lo ocu- 
rrido en la Comisión, especialmente en la fecha que mencioné. 


El señor Senador Korzeniak señaló que le “parecía que el 
problema de las salidas transitorias no era el principal, sino que 
lo fundamental tenía que ver con aspectos carcelarios, con la 
prevención y con la represión judicial”. Luego dijo -estoy citan- 
do textualmente sus palabras- que “el régimen de las salidas 
transitorias había generado una multitud de fugas -el porcentaje 
es muy alto- por parte de personas que gozaban de salidas tran- 
sitorias”. Más adelante agregó -citando al señor Senador Mallo- 
que “lo fundamental con respecto a las salidas transitorias es 
que se concedan con una certeza verosímil -es imposible que 
sea completa- de que la persona no va a delinquir ni tampoco se 
va a fugar”. En función de todo ello señaló que “iba a presentar 
una propuesta distinta de la del Poder Ejecutivo y de la Cámara 
de Representantes, que consiste en lo siguiente”. 


Digo todo esto, señor Presidente, porque es una manera 
anticipada de señalar nuestra postura a la hora de escuchar 
-como seguramente lo haremos- estas ideas. 


“El problema principal” -señaló el señor Senador Korze- 
niak- “que se presenta con el régimen de salidas transitorias es 
que la persona que está haciendo uso de ella, no delinca. Si no 
regresa a la cárcel y no delinque, aunque no es lo correcto, no 
constituye un aspecto tan importante, sobre todo, en un siste- 
ma carcelario que funciona muy mal.” 


Salteo algunos párrafos y dice: “¿Cómo apuntar al proble- 
ma de la responsabilidad? En ese sentido, tenemos dos pro- 
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puestas. En un primer artículo, simplemente, se establecería 
que si una persona en uso de una salida transitoria provoca 
daño, en caso de que no sea un funcionario público en ejerci- 
cio de sus funciones, no le generaría al Estado responsabilidad 
patrimonial, de acuerdo a lo que se establece en el artículo 24 
de la Constitución de la República”. Esto es efectivamente 
cierto. Pero dada esta circunstancia, lo que se propone es “que 
cuando una persona en uso de una salida transitoria provoca 
daño, genera la responsabilidad prevista en el artículo 24 de la 
Constitución para el Estado y la posibilidad de que éste repita 
contra el funcionario -que en este caso habría otorgado inco- 
rrectamente el uso de salida transitoria- en caso de que aquélla 
obre con culpa grave o dolo”, se establezca todo un mecanis- 
mo en el cual, si se me permite la expresión, terminan pagan- 
do los platos rotos las autoridades carcelarias o los magistra- 
dos, probablemente incluso los integrantes del Ministerio Pú- 
blico que intervinieran en el trámite del otorgamiento de una 
salida transitoria. 


En esa sesión de la Comisión, junto con el señor Senador 
Pozzolo, dijimos que discrepábamos radicalmente con este plan- 
teo que, a nuestro juicio, vuelve a incurrir en el error de pen- 
sar -y lo digo directamente- antes en el preso que está benefi- 
ciándose con una salida transitoria, que en la sociedad en su 
conjunto que siente alarma cuando determinados hechos no se 
compadecen con lo que debe ser la convivencia social y el 
cumplimiento del ordenamiento jurídico. Digo esto porque afir- 
mar que lo que importa básicamente es que, por la vía casi de 
la intimidación y del bloqueo, se establezca en un texto legal 
la posibilidad de que responda patrimonialmente el director 
del establecimiento carcelario o el juez que no debió otorgar 
una salida transitoria y lo hizo, es pensar que lo que interesa 
siempre es algo distinto a lo que le incumbe a la gente. 


Pienso que este es uno de los casos en los que es realmente 
importante tener en cuenta que la gente siente que la ley de 
salidas transitorias, siendo buena en su fundamentación -as- 
pecto que es innecesario señalar- tiene defectos y que a veces 
no se aplica como debería, cosa que sabemos bien por hechos 
recientes. 


Otro aspecto importante tiene que ver con la idea -expresada 
por el señor Senador Korzeniak- de crear una Comisión para 
proponer una serie de medidas con pautas establecidas en el 
proyecto de ley sobre prevención de delitos. El señor Senador 
Korzeniak también dijo que, en definitiva, este parece ser el 
tema más importante y que creía que la alarma pública no se 
debía al régimen de salidas transitorias, sino a que se cometían 
muchos delitos y a veces no se encontraba al culpable. Sin 
perjuicio de estar de acuerdo con estas expresiones, también 
debemos decir que la llamada “autoevasión” puede ser un delito 
en sí mismo, pero puede haber otros que se cometan dentro del 
plazo fijado para gozar de la libertad en un régimen de salidas 
transitorias, y ello no tiene nada que ver con la alarma social 
concreta despertada por el hecho de un mal manejo de un siste- 
ma que, en la enorme mayoría de los casos, es bueno para la 
reinserción progresiva de quien está privado de libertad, dentro 
del medio al que se desea que vuelva con toda normalidad. 
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Según lo que surge de la versión taquigráfica a la que 
estoy haciendo alusión, esta disposición refiere también a la 
prevención, a la averiguación, al sistema carcelario que forma- 
ría parte de la represión y al régimen judicial. Todos estos 
temas forman parte de cuestiones importantes que han venido 
siendo estudiadas desde hace unos cuantos años y refieren a 
los orígenes de la delincuencia y de los sistemas carcelarios. A 
esta altura, con los informes que poseemos, no sólo de la 
época del actual Gobierno, sino de antes -tenemos informacio- 
nes disponibles más que suficientes como para que quienes se 
sientan interesados o preocupados en esta temática puedan sa- 
car conclusiones- pienso que una Comisión puede dar lugar 
-sé que esa no es la intención- a nuevos planteos que no apun- 
ten a resolver el centro de los problemas causados por una 
seguridad pública amenazada, creando involuntariamente -no 
tengo dudas de que así va a ser- la expectativa de que por estar 
constituida por técnicos, se va a encontrar algo así como la 
piedra filosofal que nos tranquilice y evite estos desvelos ac- 
tuales. De esta forma se va a querer saber qué le aportan los 
Legisladores a la sociedad a través de las leyes, qué aportan 
otros organismos a través de medidas administrativas y qué 
hacen otros para mejorar su condición de seres humanos, que 
a veces no es la más recomendable. 


Concretamente, debemos apuntar a tener normas penales, 
que hoy no existen, para castigar de una manera que actual- 
mente no es posible, determinadas conductas que van contra la 
seguridad ciudadana y, básicamente, contra la tranquilidad de 
la sociedad. De eso se trata y no de buscar una limitación de 
esos objetivos a través de invocaciones políticas e ideológicas 
-básicamente, yo diría, ideologizadas- en las que se empieza 
por pensar en el delincuente, en que todos ellos son recupera- 
bles y en otros aspectos que, desgraciadamente, casi nunca son 
ciertos. Al mismo tiempo se busca la solución del problema a 
partir de un camino que, a mi juicio, es profundamente equi- 
vocado, por el que se establece poco menos que una forma de 
maniatar la decisión seria y meditada de quienes aconsejan 
una salida transitoria. 


Puede ocurrir que mañana se extienda este régimen a otras 
decisiones de tipo penal o administrativo vinculadas con la 
seguridad pública. Pienso que de esta forma se está perturban- 
do el correcto cumplimiento de las tareas funcionales de las 
autoridades de los establecimientos de detención y de los ma- 
gistrados fiscales. Este sistema llevaría a poner el acento en 
quien paga los platos rotos en dinero constante y sonante, más 
que en aquello que realmente importa, que es prever en la 
norma jurídica una adecuada tensión -como nos enseñaban en 
la Facultad de Derecho- entre la norma, el deber ser y la 
realidad. 


Nos parece que el proyecto de ley que presentamos debe 
tener algunas incorporaciones como las anunciadas por los 
señores Senadores Santoro y Mallo, y deseamos que este tema 
quede dilucidado a la brevedad -si es posible, en el día de hoy- 
para que vuelva a la Cámara de Representantes, donde espera- 
mos se recoja lo bueno de lo que proponemos nosotros, se 
preserve lo positivo de los planteos que se realicen en la otra 
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Cámara y se tomen aquellas otras medidas prudentes y acon- 
sejables que venían directa o indirectamente expresadas a tra- 
vés de los Legisladores del Partido de Gobierno. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Antes de comenzar mi exposi- 
ción, quiero hacer una aclaración de procedimiento. A pesar 
de las reiteradas alusiones hechas por el señor Senador Rical- 
doni a lo que expresé en la Comisión, no pedí ninguna inte- 
rrupción para no perturbar el redondeo de su pensamiento. Por 
ese motivo, me voy a permitir exponer mi punto de vista soli- 
citando que no se me interrumpa. 


Debo confesar que pensé que el señor Senador Ricaldoni 
iba a explicar cuál era su idea sobre el proyecto y que no se 
iba a dedicar a criticar una especie de fantasma, porque a lo 
que él hizo referencia no es nuestra posición. El señor Senador 
Ricaldoni no ha explicado el proyecto. Sé que hay mucho 
trabajo en el Senado y a veces no hay tiempo de leer lo que se 
tiene que informar; quizás fue esto lo que sucedió. 


En primer lugar, el señor Senador Ricaldoni acaba de olvi- 
dar que nosotros hemos votado el proyecto, porque lo apoyó 
toda la Comisión. 


En segundo término, el mismo señor Senador ha tenido 
una confusión que yo aspiro que haya sido involuntaria, por 
falta de lectura de los textos, en el sentido de lo que nosotros 
consideramos como víctimas, a lo cual agregó que era por 
razones ideologizadas. Hemos presentado un aditivo, y cuan- 
do hablamos de la víctima, no nos referimos al preso que sale 
transitoriamente, sino a la víctima de un delito cometido por 
ese preso. Realmente nos parece una especie de barbaridad 
que se interprete que nosotros, cuando hablamos de la víctima, 
estemos haciendo alusión al preso; repito que me parece una 
barbaridad, lo digo sinceramente. Cuando se leen expresiones 
de otro Legislador, lo menos que se puede hacer es darles el 
sentido que ellas tienen. 


En tercer lugar, me da la impresión de que el señor Sena- 
dor Ricaldoni no tuvo tiempo de leer nuestro aditivo, porque 
de todo lo que hay acá, creo que es lo más eficaz para comba- 
tir un régimen de salidas transitorias, cuando ellas son mal 
concedidas. 


Por último, quiero señalar que las dos expresiones más 
fuertes que los señores Senadores Santoro y Mallo hicieron 
contra el proyecto, son precisamente recogidas por nosotros 
cuando planteamos nuestras salvedades en Sala. El señor Se- 
nador Santoro dijo que la modificación que introducía el pro- 
yecto sustitutivo -que él también votó, como lo hicimos noso- 
tros, en general, con salvedades- no era correcta porque no le 
parecía muy bien que a una persona que vuelve un día después 
de la fecha que se le fijó, se le tipifique el delito de autoeva- 
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sión, al igual que a otra que viene al año o que no vuelve 
nunca más. Por su parte, el señor Senador Mallo -además, yo 
mencioné este tema especialmente- hizo una consideración muy 
correcta y de fondo sobre este punto, cuando dijo que en todo 
esto lo que falta es un sistema de responsabilidades para los 
casos en que las salidas transitorias se dan mal. Efectivamente, 
a veces se dan mal y a veces se dan bien. Si se da una salida 
transitoria a una persona que vuelve en tiempo, que no causa 
ningún problema y que cumple con todos los requisitos que se 
le establecieron, no hay ningún problema. Pero si se da una 
salida transitoria a una persona que al otro día vuelve a come- 
ter un delito, es horrible. Por otro lado, si se da una salida 
transitoria a una persona que no vuelve en tiempo, pero que 
no comete delito, es una actitud incorrecta, pero no tan grave 
como la del que sale y comete un delito. Me parece que estas 
son verdades bastante claras. 


Me pregunto quién es responsable, por ejemplo, de dar una 
salida transitoria a una persona que tiene una conducta horri- 
ble y sobre el que un psiquiatra dice que puede salir y a la 
semana cometer diez delitos. Alguien tiene que ser responsa- 
ble. En la Constitución existe un sistema, que sería difícil de 
aplicar al caso -porque la responsabilidad no es inmediata, ya 
que está hablando de actos de función pública- que establece 
que cuando los servicios del Estado funcionan mal, el daño 
causado lo repara el Estado, sin perjuicio de su potestad de 
repetir contra los funcionarios, si actuaron con culpa grave o 
dolo. 


Nosotros, recogiendo todas estas ideas de los miembros de 
la Comisión y de la Constitución, hemos elaborado el aditivo 
que presentamos. Nos parece que lo que causa alarma social 
son los delitos que se cometen y no el hecho de que una 
persona esté en un régimen de salida transitoria. Si la persona 
no comete delito y vuelve a la cárcel cuanto tiene que hacerlo, 
¿cuál es la alarma? Entonces, lo que hay que atacar no está 
contemplado en este proyecto de ley. Aquí se regulan aspectos 
de procedimiento y se perfecciona el sistema. Nosotros lo he- 
mos votado; sin embargo, el señor Senador Ricaldoni se olvi- 
dó de ello y se dedicó, no a exponer su postura, sino a criticar- 
nos. Aclaro que no votamos lo relativo a la autoevasión, apo- 
yando una crítica muy certera que el señor Senador Santoro 
hizo a ese artículo. Además, me parece -no estoy seguro- que 
se vuelve a la solución de la Cámara de Representantes. 


Repito que compartimos en parte la propuesta del señor 
Senador Santoro, tal como lo anunciamos en la Comisión; nos 
parece más racional que establecer el delito de autoevasión. 


Sobre este tema quiero ser muy claro. Hay muchos tipos de 
delitos, pero no en la clasificación del Código Penal, que está 
hecha en base al bien jurídico protegido. Están los llamados 
“delitos de cuello duro”, que son muy sutiles y hechos con 
maniobras muy artificiosas. Hay otros delitos típicos de vio- 
lencia física o moral. Repito que no estoy hablando de los 
Títulos ni de los Capítulos del Código Penal, sino de una 
clasificación más sociológica, pero muy seria. Hay delitos con- 
tra la salud de las personas, contra el honor, contra el físico - 
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como son el homicidio y las violaciones- o contra la dignidad. 
También están los típicos delitos contra la propiedad, con o 
sin violencia, según sean rapiñas o hurtos. Precisamente, la 
existencia de esos delitos es lo que causa alarma social. 


Yo no tengo problemas de ideología, sino que trabajo con 
realidades. Frente a mi casa hay una provisión que ha tenido 
en los últimos tres meses cuatro asaltos, cometidos por mucha- 
chos -y algunos no tan muchachos- a cara descubierta, en dos 
casos de día y en dos de noche, con un revólver. Ayer la 
panadería de la esquina de mi casa -ubicada en el cruce de las 
calles Gobernador Viana y Joanicó- fue asaltada por quinta 
vez. La Comisión de Fomento del barrio ha llevado a las auto- 
ridades la lista de nombres de varias personas, de las cuales 
catorce fueron procesadas y en una semana las llevaron. Co- 
nozco la realidad porque en mi casa entraron tres veces en el 
mes de febrero; una vez robaron unas cuantas cosas, y las 
otras dos entraron no sé para qué, porque rompieron las puer- 
tas y no llevaron nada. 


Entonces, no admito que se diga que yo considero que la 
víctima sea el que está preso. ¿Cuándo dije eso? Lo que sí 
manifesté es que el sistema carcelario es malo. Y es malo. 
¿Acaso alguien piensa lo contrario? 


Todos sabemos que se fugó “el Pelado” y, al parecer, no 
cometió delito alguno. Entonces, pregunto si es más grave el 
hecho de que no haya vuelto el día que tenía que regresar o 
que al haber salido hubiera matado a alguien o robado. Sin 
duda, esto último habría sido mucho más grave. Precisamente, 
son los delitos los que alarman a todos, y ni que hablar cuando 
ellos no son aclarados. Existen casos de crímenes que no se 
aclararon nunca, si no recuerdo mal, el último de ellos es el de 
la muchacha que apareció muerta y cortada en pedazos en 
Rivera y Soca. Este tipo de cosas son las que causan alarma 
social, al igual que el constante hurto a personas de modestos 
medios, que no tienen recursos suficientes como para poder 
darse una autoprotección efectiva. Es decir, no pueden colocar 
un gran enrejado ni contratar una excelente compañía de segu- 
ridad. Estamos preocupados por esto y también por el hecho 
de lograr que las cárceles sean buenas, de modo tal que si hay 
gente que se pueda rehabilitar, que se hagan los esfuerzos 
necesarios para ello. Esto lo dice la propia Constitución de la 
República que, concretamente, señala para qué deben servir 
las cárceles; no dice que deban servir para la venganza o el 
morbo, sino para la profilaxis del delito y la rehabilitación. 


De manera que el tema de las salidas transitorias es algo 
pequeño que se enmarca dentro de un gran problema nacional 
que tiene todo el país, sobre todo teniendo en cuenta las tradi- 
ciones existentes. 


(Murmullos en Sala) 
-Señor Presidente: concedería con mucho gusto una inte- 


rrupción al señor Senador Heber si la conversación que está 
manteniendo ahora es sobre este mismo tema. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa ruega a los señores 
Senadores que permitan que el señor Senador Korzeniak pue- 
da realizar su exposición en forma clara y fluida. 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Gracias, señor Presidente, por 
ampararme en el uso de la palabra. 


Quiero que quede muy claro que aquí no se trata de respon- 
der al afán primitivo de decir que al que cometió un delito hay 
que matarlo, pero tampoco de que se nos atribuya que nosotros 
llamamos víctima al preso. Al contrario; seguimos pensando -y 
ayer discutimos sobre esto en forma extensa en nuestra Banca- 
da- que el artículo aditivo que proponemos es una de las más 
eficaces medidas para que el régimen de salidas transitorias se 
dé en condiciones correctas. Y a continuación -de paso le aho- 
rro el trabajo al señor Senador Ricaldoni- voy a leer la disposi- 
ción. Dice lo siguiente: “Cuando un recluso en régimen de sali- 
da transitoria cometiere delito, el Estado será responsable del 
daño por dicho delito causado a cualquier persona, si la salida 
transitoria hubiese sido concedida con culpa grave o dolo”. 


Aprovecho la oportunidad para aclarar -de modo que en 
esto nadie se equivoque- que no creo que la salida transitoria 
de “el Pelado” haya sido dada con culpa grave o dolo. Aclaro 
esto porque no quiero que queden dudas, ya que algunos han 
criticado al juez y otros a las autoridades carcelarias que acon- 
sejaron en esa materia. Quiero dejar claramente establecido 
que de ninguna manera estoy pensando eso. Una vez más 
pregunto qué es más grave: que una persona que sale transito- 
riamente cometa un delito o que no regrese el día que le dije- 
ron que debía volver. Sin duda, es más grave lo primero que lo 
segundo. Realmente me sorpendió la exposición del señor Se- 
nador Ricaldoni quien, quizás, incurre en algún error que posi- 
blemente la izquierda cometía hace unos pocos años. Me re- 
fiero a la idea de que como determinada propuesta proviene de 
un partido que no es el de uno, entonces debe ser mala. En 
este sentido, invito al señor Senador a que reflexione sobre lo 
que podría ser más eficaz contra las malas salidas transitorias; 
sería importante pensar si lo más eficaz sería poner plazos 
para que informe el Fiscal y el Actuario eleve el asunto al 
despacho. Fíjense los señores Senadores que el proyecto seña- 
la que el que no vuelve en el plazo que le fijaron -y recuérdese 
que, además del plazo, el juez fija otras condiciones que no 
siempre se cumplen en la práctica- tiene la misma pena que en 
el caso del delito de autoevasión que, si no me equivoco, 
puede llegar hasta cuatro años de cárcel. Eso se coloca como 
algo muy importante, pero no se dice nada de quien sale en 
régimen de salida transitoria y comete delito. Y esto es algo 
mucho más grave que volver al día siguiente del fijado o una 
semana después o directamente no volver. Es decir, si no vuel- 
ve, pero no comete delito, debe entenderse que la persona no 
quería estar en la cárcel. Entonces, ¿qué es lo que queremos? 
¿Acaso hacer una ley para satisfacer nuestra idea, y que la 
persona pague y pague aunque no haya hecho nada? Aclaro 
que no estoy atribuyendo esta idea a nadie, pero me parece 
que no es lo que establece la civilización moderna. 
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Por lo tanto, rechazo de manera tajante que se confunda la 
palabra víctima ya que en este proyecto no está contemplada 
para nada, como tampoco se la contempla cuando se dice “al 
que viola la pena de muerte” y no se piensa que hay que ver 
cómo se puede “arreglar” al violado o a la violada. Digo esto 
porque muchos delitos se cometen porque los servicios públi- 
cos del Estado funcionan mal y, siendo así, los Órganos públi- 
cos son responsables. 


Entonces, ¿por qué tenemos que proponer el aditivo en 
cuestión? Y esa frase sí fue leída; porque el artículo 24 de la 
Constitución dice que los órganos públicos son responsables 
por el daño causado por sus funcionarios. Es obvio que si una 
persona en régimen de salida transitoria comete un delito, no 
es un funcionario, sino un preso al que se le ha permitido salir 
transitoriamente. Entonces, esto es algo que debe establecer la 
ley, a fin de evitar dudas. La responsabilidad mediata del Esta- 
do al haber dado mal una salida transitoria es rechazada por 
gran parte de la Doctrina y de los Jueces, por lo que habría 
que dejar eso claramente establecido en la ley. 


Por consiguiente, queda bastante claro que el tema de las 
salidas transitorias no es el asunto principal en lo que tiene 
que ver con la alarma pública por la falta de seguridad. Aquí 
es conveniente emplear la expresión “seguridad pública” ya 
que, aunque normalmente se habla de seguridad ciudadana, la 
seguridad es para todos los habitantes del país, sean o no 
ciudadanos. En este sentido, el derecho a ser protegido en el 
goce de la seguridad está establecido en el artículo 7” de la 
Constitución. Y ahora los habitantes están sintiendo mucha 
inseguridad, a veces con alarma excesiva y otras con alarma 
muy justificada. Ya he citado algunos casos, y podría mencio- 
nar otros que han ocurrido en mi barrio. De hecho, suelo con- 
versar con la gente y puedo señalar al señor Presidente que en 
este momento esa provisión que está ubicada en la calle Joani- 
có entre Gobernador Viana y Comercio -la Provisión de Ma- 
rio, tal como la conoce todo el mundo- tenía un seguro contra 
asaltos y ahora ni siquiera tiene eso. El Banco de Seguros del 
Estado no se lo quiere renovar. ¿Por qué? La resolución dice 
“dadas las circunstancias”. ¿Y cuáles son éstas? Que han asal- 
tado ese comercio en cuatro oportunidades en el lapso de po- 
cos meses. 


Entonces, no estamos defendiendo a los presos. Estamos 
pensando en un problema real. Sabemos que la causa profunda 
de estos delitos que enunciamos -sobre todo el típico delito de 
punga, hurto, ratería y rapiña- es la marginalidad. Pero tampo- 
co sostenemos que mientras la sociedad no arregle este proble- 
ma no hay que tomar medidas. Si así no fuera, no habríamos 
votado este proyecto de ley. Creo que el señor Miembro Infor- 
mante se ha olvidado que todos hemos votado en general este 
proyecto de ley. 


Lo que sí queríamos era una medida que apuntara a aque- 
llo que de verdad causa alarma social. 


En segundo lugar, esta alarma tiene que ver también con 
otro tipo de delito que para nada se vincula con la marginali- 
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dad; personalmente les llamé “delitos de cuello duro” o “de 
guante blanco”. Se trata de esos delitos sutiles, esas “estafas”, 
en el sentido popular, muy complejas para escudriñar. Justa- 
mente, hoy estuvimos tratando en la Comisión la existencia de 
una Comisión Asesora de los Jueces que podría ayudar a des- 
entrañar ese tipo de delitos. 


En tercer término, existe alarma pública por un tipo de 
delito que, de una vez por todas, creo que tenemos que enca- 
rar; me refiero a los delitos de violencia sexual y doméstica. 
Es cierto que existen muchos obstáculos para encarar esta pro- 
blemática, pero el número de estos delitos -precisamente, es- 
toy leyendo algún material al respecto- está aumentando en 
forma constante. Se han constatado varias muertes de esposas 
e hijos por violencia doméstica en muchos departamentos del 
interior, a pesar de que allí, por la modalidad de la gente, es 
más lento el progreso de la delincuencia, que usualmente afec- 
ta más a las grandes ciudades. 


Por otra parte, está el tema de las medidas que se deben 
tomar para afrontar la situación de los presos. Al respecto, el 
análisis de sus cuidadores, de los siquiatras y de los jueces 
hace pensar que una salida transitoria hace bien para los pre- 
sos. De manera que esto debe seguir haciéndose, pero bien, 
porque muchas veces se hace mal, con culpa grave o dolo. 
Hay casos de este tipo, señor Presidente, y lo sabe mucha 
gente. Existen informes que son fruto de actividades delicti- 
vas, de “coimas”, para decirlo en una forma más sencilla, 
como también se sabe que hay casos de una gran prolijidad 
moral, con estudios e informes siquiátricos excelentes. En es- 
tos casos, por lo que sé, ningún señor Senador está en contra 
de que se aplique el régimen de salidas transitorias, porque si 
alguien estuviera en desacuerdo tendría que proponer que se 
derogue este régimen. Lo que se hizo fue tratar de perfeccio- 
narlo, y nosotros contribuimos a eso, no solamente votando 
-como lo hizo toda la Comisión- este proyecto en general, sino 
también incorporando alguna norma que nos parece que va a 
ser muy sana: el aditivo que hemos propuesto. 


Repito -y lo tengo que decir con toda claridad- que me 
molestó que en su exposición el señor Senador Ricaldoni 
-quiero creer que fue por un descuido gramatical y no de 
pensamiento- haya dicho que estamos defendiendo a las vícti- 
mas. Seríamos mucho más eficaces si se aprobara este aditivo 
que si solamente resultaran sancionadas las normas que apuntan 
a que los informes deben ser hechos por determinadas personas, 
etcétera, porque en definitiva el régimen queda más o menos 
como está. Lo único que se agregó en el proyecto aprobado en 
Comisión -disposición que venía ya en el proyecto del Poder 
Ejecutivo- fue una norma que establecía que a quien no vuelve 
se le aplicará la misma pena que a quien comete el delito de 
autoevasión, una fórmula técnicamente descolocada, porque 
como expresó el señor Senador Santoro en la Comisión, castiga 
más o menos de igual manera al que vuelve al día siguiente del 
fijado que al que lo hace a los cuatro años, o directamente, no 
vuelve nunca. Además, es una fórmula que no ataca lo verdade- 
ramente grave, que es el hecho de que se le otorgue una salida 
transitoria a una persona y ésta cometa delitos. Eso es lo que 
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alarma, porque habitualmente un vecino no se preocupa si una 
persona está haciendo uso de una salida transitoria, salvo que 
cometa un delito. Me parece que esta es una verdad tan evidente 
que no merece discusión. 


Entonces, ¿se puede considerar que estamos haciendo una 
especie de dogmatismo ideológico, defendiendo al preso en 
lugar de defender a la víctima? Sólo si se nos tergiversa a 
quién le llamamos víctima. Nosotros consideramos víctima al 
que sufre un delito; al violado o violada; a aquella mujer casti- 
gada por su marido; a la población en general, cuando se 
produce una estafa enorme que deja una gran cantidad de 
damnificados, en una inmobiliaria, en un banco, etcétera; al 
que lo roban y no tiene posibilidades de contratar a una em- 
presa de seguridad seria y fuerte. Estas son las víctimas, y el 
que está preso también puede ser una víctima, si el sistema 
carcelario es muy malo. Todos sabemos que hay un hacina- 
miento en las cárceles, y nosotros hemos propuesto varias me- 
didas. Yo adelanté en la Comisión -aclaro que no he presenta- 
do esta propuesta como aditivo porque trasciende totalmente 
el tema de las salidas transitorias- una cantidad de medidas 
que tenemos proyectadas para atacar la delincuencia en este 
país, que aumenta; no es verdad que disminuye. En mi barrio 
no disminuye; lo sé porque lo veo, lo contabilizo. Por supues- 
to que mis datos no provienen de encuestas serias, pero, por 
ejemplo, ayer a la una de la tarde robaron por quinta vez en 
una panadería que está ubicada a una cuadra de una seccional 
policial. Esta seccional tiene la lista de todos los delincuentes 
y tiene el problema de que son 27 funcionarios -que, salvo 
uno o dos, ganan una miseria- que tienen que atender a más de 
120.000 personas, porque la Seccional 15a. atiende hasta Mal- 
vín Norte. El día que hice una averiguación sobre el campo, 
como dirían los sociólogos, descubrí que ni siquiera tenían 
una camioneta. En determinado momento se dirigieron a un 
lugar -para ello colaboró la Comisión de Fomento- y en una 
semana hubo catorce procesados. De manera que allí había 
funcionarios buenos. Tal vez, también habría de los otros; no 
lo sé. Pero lo que quiero decir es que no es posible creer que 
está en juego el problema de la seguridad pública en esta 
cuestión de las salidas transitorias. El tema de la seguridad 
pública va mucho más allá, y requiere medidas concretas, prác- 
ticas, para arreglar las instituciones que funcionan en la pre- 
vención, en la averiguación y en la represión de los delitos. 


Se que la palabra “represión” no suena bien, porque está 
vinculada al sombrío período de la dictadura, pero aplicar una 
pena de prisión a una persona es una cuestión de represión, y 
no está dicho en ningún sentido despectivo. 


Insisto en que hemos votado en general este proyecto de 
ley y en que hemos pensado que la figura de la autoevasión 
está totalmente descolocada. 


SEÑORA ARISMENDI. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 
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SEÑORA ARISMENDI. - Solicito que se prorrogue el tiem- 
po de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Repito una vez más que hemos 
votado en general el proyecto que viene de la Comisión. Por 
esa razón, me permito amablemente hacer el reproche al señor 
Senador Ricaldoni de haber usado su tiempo no en explicar su 
posición, sino la mía, cuando coincidimos en el voto en gene- 
ral del proyecto. 


En segundo lugar, nosotros no votamos la disposición que 
establece que el que no vuelve en el plazo que se le fijó mien- 
tras está en salida transitoria incurre en la misma pena que en 
el delito de autoevasión, que creo que es de seis a cuatro años. 
No lo votamos porque lo grave no es eso, señor Presidente; lo 
grave es que esa persona cometa delito. Invito -aunque pueda 
ser una situación un poco exagerada-, para facilitar la exposi- 
ción, para que sea más didáctica... 


SEÑOR RICALDON!. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Si es breve, con mucho gusto, 
porque pensaba terminar antes del plazo que se me concedió. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - En primer lugar, quiero decir algo 
que sé que el señor Senador Korzeniak tiene que saber porque 
nos conocemos hace tiempo. 


No he hecho un planteo personal ni he buscado una con- 
frontación con él. Tampoco expresé -lo podría decir más ade- 
lante pero creo que le va a servir a la discusión- que él en 
algún momento haya puesto explícitamente de manifiesto esa 
especie de filosofía que yo decía que inspiraba otro tipo de 
posturas frente a las medidas legislativas que a veces hay que 
tomar inevitablemente. Lo que sí manifesté -o por lo menos 
traté de hacerlo y voy a leer la versión taquigráfica para ver si 
fui suficientemente claro- es que hay una actitud que tiene 
muchas veces raíces doctrinarias y que descalifica todo lo que 
sea derecho penal represivo, pensando que es una forma de 
renegar del liberalismo. Correligionarios del señor Senador 
Korzeniak en la Cámara de Representantes hablaron del Códi- 
go fascista y de que todas estas medidas eran retrocesos y en 
su momento, cuando discutimos la Ley de Seguridad Ciudada- 
na, se dijo lo mismo. Yo -lo quiero decir claramente- en el 
período anterior, apoyé una iniciativa del Gobierno que esta- 
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blecía la presunción de la legítima defensa para los agentes 
policiales y no me sentí atacando al liberalismo que trato de 
profesar todos los días ni cosa por el estilo. 


El tema es que con ideas como las que está exponiendo en 
este momento el señor Senador Korzeniak, por supuesto de una 
forma muy seria, la culpa simplificada de la cosa la tienen los 
jueces y los carceleros que se equivocan. Sin embargo, el tema 
es otro: reprimir más severamente la violación de un régimen 
que está para beneficiar la rehabilitación de los privados de la 
libertad y al mismo tiempo -no hay que olvidarse de ellos por- 
que son muchísimos más- dar tranquilidad a la población. 


El tampoco entiende -y estábamos en puntos de vista dis- 
tintos- lo que yo estoy tratando de señalar. Yo anoté que la 
alarma social es la comisión de un determinado delito de car- 
go de alguien que está en régimen de salida transitoria. Por 
supuesto que eso es alarma social, pero, ¿no es alarma social 
que un delincuente peligroso sin cometer delito no se le en- 
cuentre y no se sepa a dónde va a ir a dar, a quién va a rapiñar, 
matar o violar? Por lo tanto, siempre estamos en una especie 
de círculo vicioso en el cual, sin duda alguna, no decimos 
claramente -no digo que sea por una voluntad perversa- lo que 
tenemos que decir como Legisladores. 


También digo que compartiendo como lo hago la impor- 
tancia del tema de los delitos de violencia familiar y sexual -el 
otro día tuvimos un constructivo debate en un cable del inte- 
rior con la señora Senadora Arismendi- tenemos ideas distin- 
tas pero que apuntan, justamente, a resolver los problemas de 
la gente y no los concretos de un hecho ilícito determinado. 


Repito que no hay nada contra el señor Senador Korzeniak 
en lo personal. No digo que con su postura en la Comisión o 
en su exposición esté haciendo un himno ideologizado a una 
concepción política que no es la mía, pero sí digo que muchas 
de las expresiones de sus correligionarios en la Cámara de 
Representantes -que no voy a leer ahora pero que tengo por 
acá- ponen eso de manifiesto e involuntariamente perturban 
las soluciones adecuadas. 


Muchas gracias y perdone la extensión de mi intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede continuar el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Me alegro de que el señor Sena- 
dor Ricaldoni haya, para mí, rectificado o aclarado lo que 
había dicho porque empezó por leer expresiones mías en la 
Comisión y continuó inmediatamente hablando de la ideologi- 
zación de la defensa del delincuente. A buen entendedor, po- 
cas palabras; todo el mundo debe haber entendido que se esta- 
ba refiriendo a mis expresiones, aunque el trabajo le hubiera 
sido bastante duro para poder llegar a la conclusión de que era 
una defensa del delincuente. 


Efectivamente, a mí, más de una vez me aburre esa expre- 
sión. Hace poco decía mi compañero y estupendo penalista 
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Gonzalo Fernández en “Brecha”: “Vamos a dejarnos de decir 
que el Código Penal uruguayo fue inspirado en el Código 
fascista”. Sin duda que lo fue, pero eso no justifica que no 
contenga disposiciones excelentes. Por ejemplo, el artículo 18 
del Código Penal es una obra maestra de Irureta Goyena. Ade- 
más, esta parte no tiene nada que ver con el Código Penal, ya 
que no prevé el régimen de salidas transitorias, que es una 
modalidad moderna que se ha trabajado en el mundo. El señor 
Senador Ricaldoni sabe bien que en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación -por si las referencias eran un poco vagas- 
estuvimos todos de acuerdo en que una propuesta de medidas 
alternativas a la prisión votada por todos los correligionarios 
del señor Senador Ricaldoni en la Cámara de Representantes 
-y le aclaro que la expresión de que el capítulo de los delitos 
contra el Estado son inspirados en el Código fascista fue dicha 
por el señor Luis Batlle por lo menos tres veces en este Parla- 
mento con mucha prestancia- dada la alarma social, quedara a 
la espera de que se aprobara el Código General del Proceso 
para ver si no aparecían normas contradictorias. Me parece 
que eso no puede ser interpretado como una ideología de de- 
fensa del delincuente. 


Quiero decir algo que no sé si sirve políticamente a quien 
habla -lo que me importa muy poco- a mi partido o a la fuerza 
política que represento. Hace un tiempo que estoy notando 
que algunos miembros de la coalición de Gobierno están en 
una postura en que todo lo que provenga de la izquierda es 
semidiabólico, quizás imitando con una exageración dogmáti- 
ca posturas que quienes provenimos de la izquierda tradicional 
-con mucho orgullo- tuvimos en otro tiempo. Es verdad que 
así fue, pero ahora ocurre esto. 


No sé que es lo que pasa, si hay nerviosismo o algo que 
provoca esto. Todavía no me he repuesto, señor Presidente, 
porque no soy nada importante ni de primer nivel. Estoy en 
este Parlamento porque el Partido Socialista me puso en se- 
gundo lugar en la lista de Senadores en un Congreso con voto 
secreto. Yo no tengo 70.000 voluntades que me apoyen y no 
creo tener ni la quinta parte. Quiero decir con toda claridad 
que yo estoy acá por eso. Fue un congreso democrático con 
voto secreto, pero de los socialistas. En realidad pienso que 
me deben votar diez o doce personas, mis familiares y alguno 
más. Hay una señora en San Carlos que le dijo a una estupen- 
da compañera mía que no quiere saber de nada con los socia- 
listas pero vota la 90 porque le salvé el examen de Derecho 
Constitucional. Es decir que en Maldonado tengo ese votito. 


La alumna merecía salvar el examen. No voy a nombrar a 
mi compañero de mesa -para que no se crea que estoy hacien- 
do una alusión política- que era un iracundo en las mismas y 
la quería bochar. Si lo nombrara, seguramente se desataría un 
debate político. 


Lo que quiero explicar es que esa sensación la notamos 
todos los días. Yo mismo no he podido reponerme todavía, 
debido a mi poca importancia política. Estuve revisando desde 
el año 1932 en adelante -no puedo leer más porque no tengo 
tiempo- mucha información y descubrir que junto con el señor 
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Senador Sarthou hemos sido los únicos Legisladores a los cua- 
les se les impidió hacer una exposición sobre el funcionamien- 
to de las Comisiones parlamentarias en este país. No hay ante- 
cedentes en ese sentido, porque cuando alguien ha propuesto 
esto -que está en el Reglamento- se aprueba siempre y luego si 
alguien dice un disparate se le retruca y contesta, surgiendo así 
la polémica. A mí se me votó en contra y todavía no me he 
repuesto de ello. ¿Saben por qué? Si fuera alguien importante, 
que pudiera influir en la opinión pública, lo aceptaría porque a 
pesar de que está muy mal, esas son las reglas del juego. Pero 
yo no consigo votos, porque no tengo esa capacidad ni quiero 
tenerla. 


Un compañero de la Comisión dedicó tres minutos a expo- 
ner el proyecto que trajo aquí y emplea veinte minutos a criti- 
car lo que nosotros presuntamente pensamos. No sé si el señor 
Senador leyó el aditivo, pero se lo comenté e inclusive dije en 
una radio que aquí lo que falta es la protección a la víctima. A 
lo mejor se entendió que cuando me refería a la víctima se 
trataba del preso y es verdad que a veces los reclusos son 
víctimas cuando los violan, están hacinados, les dan una paliza 
o los cuelgan. Ante ello también me revelo. Pero quiero acla- 
rar que cuando hablo aquí de la víctima me estoy refiriendo a 
la de los delitos. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Ruego a los señores Senadores 
que no me interrumpan pero, de todos modos, le concedo una 
interrupción al señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - No acostumbro a interrumpir a los 
señores Senadores, y menos cuando anuncian que no van a 
conceder interrupciones; pero como veo que en lo que tiene 
que ver con lo sustancial, que es el aditivo que presentó el 
señor Senador Korzeniak, ya ha realizado una exposición, pre- 
fiero hacer una consulta ahora al respecto. 


Señalo con toda franqueza que es distinta la redacción a la 
que había trascendido en la prensa, donde el señor Senador 
Korzeniak invocaba los artículos 7%, 24 y 25 de la Constitu- 
ción de la República y nosotros partíamos de la base de que 
esos, en realidad, están refiriéndose a responsabilidades subje- 
tivas y no objetivas. 


Leyendo ahora el aditivo del señor Senador Korzeniak ob- 
servo que sigue el mismo contexto del artículo 25 de la Cons- 
titución, porque pide la culpa grave o dolo, con lo cual esta- 
mos yendo a lo que la Carta requiere, que es la responsabili- 
dad subjetiva, porque la misma no admite responsabilidades 
objetivas; y en ello estamos de acuerdo. 


A mi juicio, señor Presidente, el aditivo no agrega nada, 
porque se trata de normas de Derecho general. Si una persona 
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sufre un daño por un preso que está en una salida transitoria y 
piensa que puede ser indemnizada, tiene abiertas todas las vías 
para realizar el requerimiento judicial y luego ganará o perde- 
rá el juicio. 


Concretamente, la pregunta que quiero hacer al señor Se- 
nador Korzeniak es la siguiente. Si esto lo aplicamos a la 
salida transitoria a título expreso, ¿qué hacemos con la liber- 
tad condicional, con la libertad provisional y con la libertad 
anticipada? Si hay responsabilidad en la licencia o salida tran- 
sitoria, ¿qué pasa con la libertad condicional, provisional y 
anticipada? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En primer lugar, quiero aclarar 
lo siguiente. 


No me pueden negar franqueza en mis opiniones. La re- 
dacción de este artículo fue muy mejorada en una reunión de 
Bancada que tuvimos con los compañeros. 


En segundo término, si no figura el artículo, no juega para 
la mayoría de la doctrina y la jurisprudencia uruguaya, el ar- 
tículo 24 de la Constitución. Quiero explicarle al señor Sena- 
dor Millor que dicha disposición dice que el Estado y en gene- 
ral todo órgano público es responsable cuando los funciona- 
rios, en ejercicio de sus funciones, provocan daño a terceros. 
Ese es el concepto, y la frase central es la que habla de funcio- 
narios en ejercicio de su función. Se discute si eso es sólo para 
funcionarios administrativos o si también abarca a los jueces. 
Recientemente se ha publicado un libro del doctor Risso -cuya 
lectura recomendamos- en donde él sostiene que esta disposi- 
ción también abarca a los jueces, pero esta no era la opinión 
del doctor Sayagués Laso. Si una persona en una salida transi- 
toria comete un delito, por ejemplo, roba en la casa de los 
señores Senadores Ricaldoni, Millor o en la mía o mata a un 
vecino, provocando un daño moral a la familia y daños mate- 
riales, no se trata de un funcionario público que está en el 
ejercicio de sus funciones. Si era un funcionario público 
-porque también ellos a veces van presos- no estaba en el 
ejercicio de sus funciones. Entonces, para que juegue la res- 
ponsabilidad del Estado, dada la jurisprudencia que dice que 
el daño debe ser producto de la inmediatez y no mediato, era 
necesaria una disposición legal. 


En el artículo 25 se dice qué pasa con el funcionario que 
con culpa grave o dolo fue quien causó el daño, cuando el 
Estado tuvo que pagar una reparación. En ese caso, el Estado 
“puede” repetir contra el funcionario, aunque no está obliga- 
do, y en general no lo hace. Por ejemplo, en el juicio que el 
Partido Socialista le ganó al Estado por los daños causados a 
la Casa del Pueblo, el Estado no repitió contra los funcionarios 
que con culpa grave y dolo causaron daños en la biblioteca, se 
llevaron cuadros y la alquilaron durante mucho tiempo, ta- 
piándola luego. No hubo reclamación contra esos funcionarios 
porque la Constitución efectivamente dice “puede” repetir. En- 
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tonces, la expresión “culpa grave o dolo” figura en el artículo 
25 y no en el 24, 


¿Por qué en el texto hablamos de culpa grave o dolo? 
Porque todos los compañeros que hicieron estos aportes -el 
señor Senador Sarthou se encontraba entre otros- querían que 
el régimen de salida transitoria funcionara de una manera tal 
que exigiera que las personas, cuando se lo conceden, piensen 
que están actuando bien. Si tienen un error involuntario, ob- 
viamente, no queremos generar la responsabilidad del Estado, 
pero si ello ocurre porque lo coimearon o hicieron las cosas 
como para favorecer a tal o cual preso porque era amigo, 
amigo del amigo o les pagó, y la víctima -que es el objeto del 
delito, aquel a quien robaron, violaron o mataron- demanda al 
Estado probando todo esto, me parece muy bien que el Estado 
se haga responsable. Este el sentido del aditivo. 


La pregunta que formula el señor Senador Millor se refiere 
a lo que ocurriría si se da una libertad provisional y la persona 
delinque. ¿Qué ocurre en una libertad que él llamó condicio- 
nal pero que en realidad es la suspensión condicional de la 
aplicación de la pena, y la persona delinque? ¿Qué pasa si la 
Suprema Corte de Justicia otorga la libertad anticipada -que es 
otro instituto distinto, que se puede otorgar después de una 
condena y cuando se cumplió más de la mitad de la pena, si 
hay buena conducta- y delinque? Si la víctima -reitero que se 
trata de la víctima del delito y no de preso- prueba que de 
parte del Estado hubo un mal funcionamiento del servicio, 
puede pedir una reparación. Pero ¡cuidado!, ese es un acto 
directo del servicio, que tiene una gran dificultad. 


El señor Senador Millor va a recordar que en el artículo 24 
de la Constitución no está dicho cuándo existe realmente res- 
ponsabilidad del Estado. 


Tiene que haber actuado como el servicio, para que el 
Estado sea responsable, y sale con una fórmula muy “redondi- 
ta”, o sea, cuando el servicio no funcionó, funcionó mal o lo 
hizo tardíamente. Sin embargo, hay otros jueces que, por el 
contrario, sostienen que hay que recurrir al Derecho Francés, 
en virtud del cual el Estado sólo es responsable cuando hay 
falta de servicio y no falta personal, que son los dos mecanis- 
mos que juegan en ese país. 


Como todo esto forma parte de una discusión doctrinaria 
muy seria y trabajada en nuestro Derecho Público, ésta se 
evita con una disposición como ésta, la cual, efectivamente, 
ataca el problema más serio. Me refiero a aquella persona a la 
que se le otorga una salida transitoria y ésta se haya hecho 
mal, no precisamente por error. Indudablemente errores come- 
temos todos; inclusive puede cometerlo la Suprema Corte de 
Justicia cuando concede una gracia -existen casos- o un Juez, 
un Jefe de Policía, un Director de Cárcel o el psiquiatra. Preci- 
samente, aquí dos psiquiatras expusieron muy bien cuál era el 
problema al que se enfrentaban cuando se les solicitaba que 
realizaran un informe. En realidad, si tenían que indagar para 
saber qué sucedía en la mente de la persona, si estaba mintien- 
do o no, si se sabía que ellas iban a hacer el informe, segura- 
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mente les iba a resultar muy difícil llegar al subconsciente o al 
verdadero pensamiento del recluso. 


Por otro lado, deseo reiterar -no quiero que quede el equí- 
voco- que aquí no existe la reacción primitiva del que dice que 
al que cometió determinado delito hay que matarlo, mutilarlo 
O hacerle una mutilación testicular cuando se trata de un viola- 
dor. Aclaro esto porque hay gente que así lo afirma. Es más, 
hay encuestas que marcan que en el Uruguay hay un porcenta- 
je muy alto de personas que son partidarias de la pena de 
muerte. Si fuéramos demagogos, pensaríamos en eso cuando 
hablamos de este tema; sin embargo, lo digo con toda clari- 
dad: si hay una norma de la que me abrazo y me felicito de 
que exista en nuestra Constitución, es la que prohíbe la pena 
de muerte, no sólo formal sino incluso la disimulada, que tam- 
bién está prohibida por el mismo artículo constitucional. Nuestra 
Carta dice que a nadie se le aplicará la pena de muerte, ni de 
manera formal, ni de manera disimulada. Todos sabemos que 
en algunos casos esas penas de muerte se han aplicado disimu- 
ladamente. Reitero que me felicito de esa norma constitucio- 
nal, aunque haya mucha gente que piense lo contrario, tal 
como lo demuestra una encuesta que indica que el 49% o el 
50% de la población es partidaria de la pena de muerte. 


A propósito de esto, podríamos citar el caso de un Goberna- 
dor de los Estados Unidos que hizo una encuesta parecida y por 
ese motivo negó lo que se llama el indulto súbito -que es el que 
se concede ya sobre la hora de la ejecución- a una muchacha, 
quien luego fue ejecutada en la silla eléctrica. Sus asesores le 
habían expresado que las encuestas indicaban que con esa deci- 
sión lo reeligirían, sin embargo, sólo obtuvo el 6% de los votos 
del Estado al que pertenecía. Esto figura en la historia de los 
estudios judiciales serios -no los primitivos o los que correspon- 
den a esos impulsos de brutal ferocidad- y técnicos. 


En un semanario que no goza de mi simpatía, hace un 
tiempo se publicó un informe sobre el número de homicidios y 
violaciones que se cometían en distintos Estados de los Esta- 
dos Unidos -ya no de un país a otro- y se comprobó que en 
aquellos en donde existe la pena de muerte, se producía una 
mayor cantidad de estos delitos. 


En consecuencia, así como rechazo tajantemente todos esos 
impulsos de brutal ferocidad, esa especie de vuelta a las hor- 
dalías medievales o al sistema del Código de Hammurabí del 
“ojo por ojo y diente por diente” -menos mal que no decía 
pelo por pelo, porque si así fuera yo no entraba en esa carrera- 
también sostenemos que determinados tipo de delitos son el 
fruto de la marginalidad, o sea, el fruto principal, porque nun- 
ca hay una sola causa. 


Hoy en día la ciencia está progresando mucho, incluso en 
aspectos genéticos. Cabe recordar todo lo que nos reíamos de 
Lombroso -y me permito seguir riéndome- que delimitaba la 
posibilidad de la delincuencia en base a los rasgos de la perso- 
na. Sin embargo, resulta que ahora la ciencia se está orientado 
hacia el estudio de los genes, descubriendo aspectos muy cu- 
ri0sos. 
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Por lo tanto, así como rechazamos todo esto y admitimos 
que hay causas sociales que generan cierto tipo de delitos, no 
compartimos las teorías de la ingenuidad en cuanto a decir que 
hasta que la sociedad no sea perfecta, no hay que tomar medi- 
das. Por este motivo votamos este proyecto de ley, tal como 
votamos también una norma -tuvimos debates internos en nues- 
tra Bancada- que algunos han sostenido que es inconstitucio- 
nal -personalmente sostengo lo contrario- y que a mi entender 
fue la única que valió la pena de la Ley de Seguridad Ciudada- 
na. Me refiero, concretamente, a la que establecía que cuando 
una persona en libertad provisional cometía un delito, se le 
podía revocar esa libertad, aunque este segundo delito fuera 
con pena de prisión y pudiera pedirse la libertad. Repito que 
para algunos compañeros esto es inconstitucional -me lo han 
sostenido con serios argumentos- pero yo entiendo que no, 
porque no era una negativa sino una revocación del anterior. 
Quizás el razonamiento puede parecer un poco artificial pero, 
a mi entender, fue lo único que valió la pena, porque lo demás 
no sirvió para nada. 


¿Qué le agregamos ahora con este proyecto de ley al régi- 
men de salidas transitorias? ¿Acaso mejoramos el sistema car- 
celario para que los presos no se “hagan los buenos”, preten- 
diendo así salir en libertad transitoria? No. ¿Acaso nos asegu- 
ramos de que no va a haber coimas en algún informe? No. 
¿Acaso nos aseguramos de que los jueces estudien psicología 
jurídica, como se está haciendo en otros países? 


Precisamente en el día de hoy conversábamos sobre este 
último aspecto con el señor Senador Santoro, porque en Espa- 
ña la psicología jurídica es materia obligatoria en las mejores 
Facultades de Derecho. Esto se utiliza para estudiar el tema 
del dolo, de la ultra intención, de la culpa, de la mala fe, 
etcétera, es decir, todos aquellos temas que transcurren en la 
psicología de un agente. Para hablar de esto hay que tener 
muy buenos asesores o saber. Pienso que es una materia que 
ya tendría que figurar en el currículum de la carrera de aboga- 
cía porque, reitero, esto ya está funcionando y muy bien. En 
Barcelona, por ejemplo, hay una cátedra estupenda en esa ma- 
teria, en la que los jueces se perfeccionan. 


Me consta que he hecho una exposición demasiado enfáti- 
ca, pero ha sido muy franca. Además, sigo absolutamente con- 
vencido de que algunas apreciaciones del señor Senador Ri- 
caldoni, quizás por defecto gramatical en la formulación, fue- 
ron absolutamente equivocadas; se dirigieron a fantasmas y 
peleó contra molinos de viento. Tampoco me parece correcto 
que en el informe de la mayoría se haga la crítica a un aditivo 
que, por lo que observo, ni siquiera se conocía. 


Por nuestra parte, ratificamos que votaremos en general 
este proyecto de ley aunque no con mucho entusiasmo, porque 
no creemos que sirva para mucho. Este no es el tema más 
importante en la alarma social pero se mejora algo, salvo en 
las normas que en particular no vamos a acompañar porque 
nos parece que son equivocadas. Asimismo, hemos presentado 
un aditivo que aspiramos que el Senado, en un razonamiento 
no dogmático, lo apruebe y vea que de verdad es una fórmula 
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seria, que está en una buena posición y recogiendo técnica- 
mente los mejores aportes que los compañeros hicieron para 
perfeccionar mi idea inicial. No me interesa lo que se publicó 
en la prensa; yo estoy a lo que yo hago, y la prensa atribuye 
muchas cosas. 


Por otro lado, sigo diciendo que me inspiré en el artículo 
7” que consagra, no el derecho a la seguridad, sino el derecho 
a que el Estado proteja a la gente en su seguridad, que es otra 
cosa. Este es un derecho inherente a la personalidad humana. 
También me remití al artículo 24, que habla de la responsabili- 
dad del Estado, y al artículo 25, que también lo tuve en cuenta 
porque al Estado nunca se le va a prohibir que si algún funcio- 
nario actuó con culpa grave o dolo probado, tenga la oportuni- 
dad -no la obligación- de repetir. 


Pido disculpas por haber utilizado todo el tiempo, pero ello 
fue porque tuve que conceder interrupciones que inicialmente 
no pensé dar, pero me parecía muy antipático no hacerlo. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: en realidad, he soli- 
citado el uso de la palabra para hacer dos aclaraciones. 


Una de ellas es anecdótica, porque entiendo que en el fra- 
gor de la exposición -y supongo que no constará en la versión 
taquigráfica- el señor Senador Korzeniak, cuya soberanía en 
materia de Derecho no voy a discutir, cometió un pequeño 
error. Digo esto porque, cuando narró la anécdota de los cua- 
tro asaltos a la Provisión de Mario y dijo que se había hecho 
con un revólver, habló de hurto. Es evidente que sí se hizo con 
un revólver, debe hablarse de rapiña. 


Simplemente hago esta acotación para que no quede la 
constancia correspondiente en la versión taquigráfica, ya que 
el robo no existe. 


SEÑOR KORZENIAK. - Permítame una aclaración, señor 
Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE - La Presidencia ruega que permi- 
tamos que el señor Senador Millor concluya con su aclaración. 


SEÑOR MILLOR. - Insisto en que entendí que habían ro- 
bado cuatro veces y con un revólver. En ese caso, no se puede 
hablar de robo, porque no existe, sino rapiña. El hurto consiste 
en apropiarse de lo ajeno sin violencia y, en caso contrario, 
estaríamos hablando de rapiña. Entonces, si una persona actúa 
con un revólver, lo hace con violencia, aunque de todos mo- 
dos lo cito a modo anecdótico. 


Simplemente, creo que el señor Senador Korzeniak, en el 
calor del debate, confunde las explicaciones doctrinarias con 
el texto. A propósito, insisto en que la expresión “en ejercicio 
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de sus funciones”, no figura en el artículo 24, sino en el 25. 
Para que quede claro, voy a dar lectura a ambas disposiciones. 


El artículo 24 dice: “El Estado, los Gobiernos Departamen- 
tales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, 
en general, todo órgano del Estado, serán civilmente responsa- 
bles del daño causado a terceros, en la ejecución de los servi- 
cios públicos, confiados a su gestión o dirección”. 


El artículo 25, expresa: “Cuando el daño haya sido causa- 
do por sus funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en 
ocasión de ese ejercicio, en caso de haber obrado con culpa 
grave o dolo, el órgano público correspondiente podrá repetir 
contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación”. 


He estudiado sin ningún preconcepto -creo que ello ha 
quedado claro- la propuesta del señor Senador Korzeniak. En- 
tiendo que no agrega nada a las disposiciones generales del 
Derecho. 


Reitero que se trata del mismo régimen de indemnización 
que puede tener una persona que ha sido dañada por otra a la 
que se le ha concedido la libertad provisional, condicional o 
anticipada. Hay que tener presente que también las concede el 
Juez en ejercicio de sus funciones. Por lo tanto, si también a 
texto expreso vamos a habilitarle una vía que ya tiene por las 
normas generales para ser indemnizado -si entiende que debe 
serlo- cuando el Juez, en ejercicio de sus funciones, concede 
una salida transitoria y ese ciudadano delinque, será el mismo 
argumento que existe para los casos en que el Magistrado 
concede la libertad provisional. No debemos olvidar que tam- 
bién es el Juez, en ejercicio de sus funciones, que las está 
concediendo. 


En ambos casos, y sin este aditivo, el ciudadano que en- 
tiende que ha sido dañado por el detenido al que se dio licen- 
cia o se le concedió libertad provisional, tiene abierta la vía 
judicial para requerir indemnización. Ganará o perderá el jui- 
cio, pero ninguna disposición puede establecer preceptivamente 
un resultado favorable. 


Reitero que he estudiado esta propuesta sin ningún precon- 
cepto. Simplemente, entiendo que no agrega nada pero, ade- 
más, plantea esa disyuntiva porque, si a texto expreso habla- 
mos de las salidas transitorias o de la licencia de los presos, 
cabe preguntarse qué ocurre con la libertad provisional, la 
condicional y la anticipada. En realidad sucede lo mismo. Por 
esa razón entiendo que esa buena intención no agrega nada, 
porque está comprendida dentro de las normas generales del 
Derecho; por el contrario, puede generar algún tipo de confu- 
sión -reitero- respecto a aquella persona que comete un daño 
cuando está en libertad provisional, condicional o anticipada. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
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SEÑOR PRESIDENTE - La Presidencia recuerda al Cuer- 
po que aún no ha terminado la discusión general, por lo que, 
en su momento, llegaremos al análisis particular del proyecto 
de ley. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: en primer lu- 
gar, quiero decir que hubiera preferido que el señor Senador 
Millor me concediera el honor de aceptar que yo conozco tan 
bien como él la diferencia entre el hurto y la rapiña, según 
haya mediado o no violencia. Lo que sucede es que en mi 
exposición, ex profeso -y no de ex profeso, como se suele 
decir- utilicé los términos robo y asalto, que no están en el 
Código Penal, a efectos de abarcar todas las situaciones. Si el 
señor Senador Millor no lo recuerda, puede consultar la ver- 
sión taquigráfica. Además, aclaro que no hablé de hurto ni de 
rapiña, sino de robo o asalto, porque son los vocablos usados 
en el lenguaje popular y que abarca las dos situaciones. Por 
esa razón, hablé del revólver. 


En segundo término, deseo señalar al señor Senador Mi- 
llor, con mucha amabilidad, que no crea que el artículo 24 
consagra responsabilidad objetiva para el Estado. No es así. 
Por lo tanto, no estaba previsto. El Estado sólo es responsable 
-según las dos grandes doctrinas existentes- cuando actuó mal, 
tardíamente, no lo hizo o existió falta de servicio, según el 
criterio del Derecho francés que algunos autores aplican. De 
modo que si no se incluye una disposición en la ley y una 
persona en libertad provisional, bien dada, comete un delito, 
no habrá reclamación contra el Estado. Eso no prospera en el 
Uruguay. 


Por otra parte, insisto, nuevamente -a fin de devolver la 
“pelota” terminológica al señor Senador Millor- en que los 
Jueces no conceden libertad condicional, sino la suspensión 
condicional de la aplicación de la pena, expresión técnica que 
muy bien describe la figura jurídica a la que se quería referir. 


Es cuanto quería aclarar. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: en nuestro carác- 
ter de integrantes de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y por haber propuesto modificaciones al proyecto de ley, 
diré lo siguiente en forma breve, porque no quiero que se 
corra el riesgo y que a alguien se le ocurra modificar el artícu- 
lo 26 de la Constitución de la República suprimiéndole la 
expresión “A nadie se le aplicará la pena de muerte”. 


Cabe señalar que el proyecto de ley que estamos conside- 
rando se enmarca en esa modalidad que actualmente se mane- 
ja a nivel de seguridad pública y, por tanto, en el ámbito 
carcelario. Concretamente, se vincula con habilitar sistemas 
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para evitar que las cárceles se conviertan en lugares de muy 
difícil contralor como consecuencia de la superpoblación y de 
la falta de ambientes adecuados para someter a los reclusos a 
distintas tareas. Por tal razón, fue incorporado el sistema de 
salidas transitorias a nuestra legislación por el Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, con la denominación 
“régimen de reclusión”. Ese texto tiene la particularidad ambi- 
ciosa de regular, en forma muy amplia, todo lo que tiene que 
ver con los establecimientos de reclusión. Precisamente, en su 
Capítulo V “Normas sobre progresividad del régimen de re- 
clusión” se establecen distintos períodos para el recluso una 
vez incorporado al establecimiento carcelario. Uno de esos 
períodos, el tercero, se le denomina “período de prueba”. 


El artículo 60 de dicho decreto-ley establece: “El período 
de prueba comprenderá simultánea o sucesivamente: A) La 
incorporación del recluso al establecimiento o sección del es- 
tablecimiento que se base en un principio de la autodiscipli- 
na”. Quiere decir que la autodisciplina es el primer régimen 
que se impone al recluso que tiene buena conducta. Por su 
parte, el literal B) de dicho artículo, agrega: “La posibilidad de 
obtener salidas transitorias del establecimiento”. 


De manera que las salidas transitorias están establecidas en 
el Decreto-Ley N* 14.470 sobre la base del período de prueba, 
con la finalidad de cumplir con lo que se denomina la progre- 
sividad del régimen de reclusión. 


El objetivo esencial del sistema consiste en posibilitar que 
el recluso, a través del régimen de salidas transitorias, pueda 
reincorporarse gradualmente a la sociedad mediante el cumpli- 
miento de ciertas actividades laborales y, de ese modo, tener 
vinculación con su familia, su zona y su barrio. 


En realidad, el sistema de salidas transitorias generó una 
modificación en la Ley de Seguridad Ciudadana N* 16.707, en 
cuanto estableció que la competencia que tenía anteriormente 
la autoridad carcelaria en su otorgamiento, de manera última y 
fundamental, pasara a los señores Jueces. 


El artículo 63 del decreto-ley mencionado dice que la sali- 
da transitoria será otorgada por la autoridad carcelaria por re- 
solución fundada, previo conocimiento directo y personal del 
recluso. Quiere decir que el conocimiento directo y personal 
era de la autoridad carcelaria y no por resolución fundada, 
como se establece en esta redacción, que no es muy feliz. 
Entonces, la salida transitoria era otorgada por la autoridad 
carcelaria, la que debía fundar la resolución producto del co- 
nocimiento directo y personal que tenía del recluso. La norma 
continuaba diciendo: «Dicha comunicación se hará saber al 
Juez de la causa» -es importante determinar que en disposicio- 
nes de esta naturaleza siempre se hace referencia al Juez de la 
causa, en el sentido de que la causa penal tiene en el Juez una 
especie de autoridad o elemento que la comprende- «quien 
podrá prohibir o suspender totalmente las salidas cuando por 
su excesiva frecuencia u otras razones considere inconveniente 
que se las conceda, expresando los fundamentos en que se 
basa». Es decir que aquí el Juez podía intervenir solamente 
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cuando existía una excesiva frecuencia u otras razones que 
debía fundamentar y considerara inconveniente que se conce- 
diera la salida transitoria. En definitiva, ésta era otorgada por 
la autoridad carcelaria con una intervención mínima de los 
Jueces. 


Cabe señalar que la Ley de Seguridad Ciudadana modificó 
esta disposición en forma esencial y estableció que fueran los 
Jueces quienes otorgaran la salida transitoria. Por ello se susti- 
tuyó el artículo 62 del Decreto-Ley N* 14.470, de 2 de diciem- 
bre de 1975, por una norma que además de los requerimientos 
conocidos con respecto a la buena conducta del recluso, agre- 
gó que el informe de la autoridad carcelaria sería entregado al 
defensor o al recluso, quien debe presentarlo en la actualidad 
ante la sede competente. Luego, el actuario del Juzgado, bajo 
la más seria responsabilidad, deberá poner el informe al des- 
pacho del juez en forma inmediata, quien en un plazo que no 
excederá de cinco días desde la fecha de su presentación, de- 
berá expedirse sobre el régimen propuesto o introducirá las 
modificaciones que entendiere pertinentes. Además, esta dis- 
posición habilita a que vencido el plazo sin que se haya dicta- 
do resolución, se entienda que el régimen propuesto ha sido 
aprobado, siendo prueba suficiente la copia entregada con cons- 
tancia del día y hora en que se recibió el informe. De esta 
forma vemos cómo se dio a los jueces total competencia en el 
otorgamiento de la salida transitoria. 


Ese régimen provocó las situaciones que todos conocemos 
y que fueron ampliamente manejadas a nivel de la Cámara de 
Representantes en el momento en que se estudió esta iniciati- 
va. Por ejemplo, allí se dijo, según consta en el Diario de 
Sesiones del 15 de julio de 1997, que en los últimos tiempos 
ha habido un total de 207 fugados, de los cuales 103 lo han 
hecho desde las cárceles u hospitales, pero 104 lo hicieron 
bajo el régimen de salida transitoria. Es decir que más del 
50% del total de fugados del país se escaparon aprovechando 
el régimen de salida transitoria. Todo esto ha generado una 
situación de alarma social y llevado a considerar la convenien- 
cia de modificar la legislación actual. 


Rápidamente vamos a señalar cuáles son las modificacio- 
nes que incorpora esta iniciativa y también las propuestas que 
deseamos agregar. 


El proyecto de ley presentado por los señores Senadores 
Brezzo, Ricaldoni y Pozzolo reitera el originario del Poder 
Ejecutivo, y en él no se establece un delito para el caso de que 
quien está en régimen de salida transitoria no vuelva al esta- 
blecimiento de reclusión, como equivocadamente puede en- 
tenderse, sino que se dispone una pena igual a la que tiene el 
delito de autoevasión -que es un delito contra la administra- 
ción de Justicia- y que consiste en 6 meses de prisión a 4 años 
de penitenciaría. Reitero que establece una pena igual y no un 
delito para que aquel que con permiso de la autoridad compe- 
tente para ausentarse del lugar de reclusión en régimen de 
salida transitoria, no regresare al mismo en el plazo fijado. 


(Campana de orden) 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita a los señores 
Senadores que eviten murmurar en Sala porque todos tenemos 
dificultades para seguir el curso del debate. 


Puede continuar el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Por nuestra parte, cumplimos con 
nuestro trabajo parlamentario y vamos a terminar rápidamente. 


Por eso decía -y nadie me hizo caso- que en determinada 
oportunidad alguien quería modificar el artículo 26, que esta- 
blece que a nadie se le aplicará la pena de muerte, aunque en 
este caso ella no se debería a nosotros, sino a otros señores 
Senadores. Creo que hay cosas que se deben señalar, aunque 
la gente murmure y no tenga interés en el tema; pero después 
se alarman ante el aumento de la delincuencia. 


Como venía diciendo, se establece una pena igual a la del 
delito de autoevasión para quien no vuelva al establecimiento 
penitenciario. 


El Poder Ejecutivo decía en su informe: «En primer térmi- 
no, se ha entendido aconsejable buscar una penalización ade- 
cuada a quien se aprovecha de una salida transitoria, para 
sustraerse a la prisión que estaba cumpliendo. Por tal razón, el 
artículo 1” agrega un segundo inciso al artículo 184 del Códi- 
go Penal, referido al delito de autoevasión, considerando que 
incurre en dicha conducta aquel que, autorizado a salir del 
establecimiento de detención en que se encuentra, en régimen 
de salidas transitorias, no regresare al mismo en el plazo fijado 
en la autorización respectiva». Entre paréntesis -y vale la pena 
señalarlo, porque hasta ahora nadie lo ha recordado- agrega: 
«(Como se advierte, no se ha estipulado en la norma qué suce- 
de en los casos en que el recluso vuelve a su lugar de reclu- 
sión, pero vencido dicho plazo, dejando librado al buen crite- 
rio de la autoridad carcelaria la presentación de la denuncia 
respectiva, sólo en aquellas situaciones en que se tenga la 
convicción de que el recluso ya no ha de regresar al estableci- 
miento).» 


Por esa razón admitimos la incorporación de la pena de la 
autoevasión en este proyecto de ley, pero pensamos que se 
debe incluir el artículo 2* del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes, que modifica el artículo 62 del 
decreto-ley mencionado, y dice: «Al recluso que, autorizado 
por la autoridad competente a ausentarse del lugar de reclu- 
sión, no regresare al mismo en el plazo fijado sin causa justifi- 
cada, se le incrementará el mínimo para obtener la libertad 
anticipada a razón de dos días por cada día de retraso, debien- 
do la autoridad carcelaria comunicar al Juez de la causa dicho 
hecho en un término no mayor a los diez días de producirse el 
reintegro del recluso al establecimiento respectivo.» Con esto 
permitimos que no siempre se aplique la pena de entre 6 me- 
ses de prisión a 4 años de penitenciaría cuando el recluso 
vuelve a las 24, 48 ó 72 horas de vencido el plazo. 


Por tanto, proponemos incorporar esta disposición que fi- 
gura en el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. 
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La otra modificación que proponemos se refiere al artículo 
47 del Código del Proceso Penal, relativo a la responsabilidad 
de los jueces. En la disposición correspondiente del proyecto 
se dice que el juez de la causa dentro de igual plazo -es decir, 
cinco días- y bajo su más seria responsabilidad, conforme a lo 
previsto por los artículos 109 y siguientes de la Ley Orgánica 
de la Judicatura -o sea la N* 15.750, de 24 de junio de 1985, y 
normas concordantes- deberá expedirse acerca del régimen pro- 
puesto sobre las modificaciones que entendiere pertinentes al 
mismo. 


¿En qué consiste la modificación? En no decir simplemen- 
te «sería responsabilidad para el juez», sino citar las disposi- 
ciones que están insertas en la Ley Orgánica de la Judicatura y 
que en forma precisa, desde los artículos 109 y siguientes, 
establecen la responsabilidad para los señores jueces cuando 
no cumplan con sus funciones. 


Proponemos esto con la finalidad de mejorar el proyecto y 
para habilitar ciertas conductas que permitan que no todo se 
aplique severamente. Planteamos la posibilidad de que cuando 
el recluso no vuelva sea castigado con la misma pena de la 
autoevasión. Además, damos la posibilidad de establecer dis- 
posiciones que habiliten otro tipo de sanciones a los que ya 
están penados. Esta modificación que hacemos a efectos de 
que por cada día de ausencia se incrementen dos días más para 
otorgar la libertad anticipada, solamente corresponde para los 
penados, cuyo porcentaje mejorará una vez que esté vigente el 
Código del Proceso Penal. 


Era cuando deseábamos señalar. A nuestro juicio, nos li- 
bramos de la modificación del artículo 26 de la Constitución. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Señor Presidente: procuraré no exten- 
derme demasiado ni salir del tema incursionando en aguas 
profundas. 


Este problema de las salidas transitorias me recuerda a 
algo que ocurrió hace 40 ó 50 años, a raíz del té de bardana 
-que se presentaba como un remedio que curaba desde los 
resfríos hasta el cáncer y aumentaba la virilidad, aunque des- 
pués resultó que no servía para nada- y del mítico caso del 
chivo emisario que tenía todas las culpas. Una vez al año se 
operaba una catarsis transfiriéndole al chivo todas las culpas 
de la sociedad, por lo cual se lo sacrificaba. De esta manera, la 
sociedad quedaba libre de todo arrepentimiento y culpa. 


Por la extensión que le dieron los medio de difusión a este 
tema y a raíz de la detonante salida transitoria y no retorno de 
«El Pelado», parecería que esto es el centro del problema de la 
seguridad pública. En realidad, es un aspecto totalmente par- 
cial. No podemos tomar este hecho como el chivo emisario. 
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Por más elevado que sea el número de los reclusos en régimen 
de salida transitoria que no han regresado y más allá de los 
delitos que cometan, su volumen no es lo suficientemente gran- 
de como para incidir en el problema de la seguridad pública. 
Si la restricción de las salidas transitorias no es el remedio, 
tampoco es la culpa de todos los acaeceres. 


El problema de la seguridad pública -tal como lo dijo un 
señor Senador con mucha precisión en Comisión- involucra 
otros aspectos que justifican que este tema se trate en puridad 
como un asunto de Estado, tal como se verificó al iniciarse el 
Gobierno en las reuniones que se realizaron en el Victoria 
Plaza. Asimismo, involucra aspectos relativos a la Ley Peni- 
tenciaria. Cuando en el Senado se trató la Ley de Seguridad 
Ciudadana, el señor Senador Bergstein indicó que el Gobierno 
había tenido coraje porque no había entrado en puntas de pie 
en el tema relativo al sistema penitenciario, sino que lo había 
hecho francamente y había creado una Comisión. 


Desde luego que el informe ha circulado, pero nunca he- 
mos recibido un comunicado del Poder Ejecutivo sobre el ré- 
gimen penitenciario. Tampoco se ha dicho nada sobre la parte 
orgánica del régimen penitenciario, o sea, si es pertinente o no 
que siga dependiendo del Ministerio del Interior o si debe 
crearse un servicio especializado distinto de la Policía. En 
alguna ocasión, el Senado cuestionó la preparación técnica de 
las guardias penitenciarias, que no debe ser exactamente la 
misma de la Policía. Son dos funciones distintas. 


El hecho es que la Comisión creada se expidió y el Poder 
Ejecutivo, en cumplimiento de lo acordado en el Victoria Pla- 
za, debió haber remitido ese proyecto; sin embargo, nunca 
llegó a consideración del Parlamento. Seguramente, el Poder 
Ejecutivo piensa que el sistema penitenciario no ofrece mayo- 
res reproches. 


Por otra parte, se presenta el problema de aquellos reclusos 
que salen en régimen de salida transitoria, no regresan pero no 
delinquen. 


Esta situación tiene su entidad, pero lo que causa mucha 
alarma social es que la gente juege con una camiseta distinta a 
la que tiene. Ya se sabe que “El Pelado” es un delincuente. 
Todos los que lo ven tienen cierta aprensión. 


La gravedad del hecho no radica en aquellos que, haciendo 
uso de salidas transitorias, cometen delitos, sino en los que 
salen de las cárceles por la puerta grande. Nunca nos entera- 
mos de lo que ocurrió con esa diferenciación entre tarariras y 
bagres, que no es un invento mío, ya que lo dijo el propio 
señor Ministro del Interior. El prometió clasificar las tarariras 
y los bagres. Creo que los bagres fueron los que abrieron las 
puertas de las cárceles y permitieron que ese argentino saliera 
de la Cárcel Central. Este no fue un caso único. Además del 
sumario administrativo, eso constituye un delito. No podemos 
interferir en las actividades jurisdiccionales, pero sería intere- 
sante que, en su momento, se investigara qué ocurre con los 
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procesos penales derivados de esos delitos. Aclaro que no es- 
toy haciendo un reproche genérico a la Policía. Conozco poli- 
cías sacrificados y abnegados que, incluso, se han visto en el 
dilema de tener que pasar a la actividad privada corriendo el 
riesgo de perder sus propias casas porque sus remuneraciones 
no les alcanzan para pagar las cuotas del Banco Hipotecario. 
No puedo ignorar eso y tengo gran simpatía por esta clase de 
funcionarios. 


Otro problema radica en quién debe otorgar las salidas tran- 
sitorias. El señor Senador Santoro se refirió al decreto-ley de 
1975, en el cual se establece que dicho otorgamiento está a 
cargo de la autoridad carcelaria. A mi juicio, este aspecto está 
totalmente claro desde el punto de vista doctrinario. La pena es 
una etapa de la labor jurisdiccional; es el cumplimiento de la 
sentencia de un juicio penal. Por algo en el Código del Proceso 
Penal que se propone se crean los jueces de ejecución y vigilan- 
cia. Reitero que esa es una función típicamente jurisdiccional. 


Negarlo, sería introducirnos en una concepción de una eta- 
pa del Derecho preconciliar. Cuando en la época de Lorenzo 
Latorre, con su famoso “taller de adoquines”, se suscitó el 
problema de que se sometía a los presos a trabajos casi tortu- 
rantes, el Superior Tribunal de Justicia -que hacía las veces de 
suprema Corte de Justicia, que recién fue creada en el año 
1907- se dirigió al Presidente de la República diciéndole que 
la labor de los presos, de los recluidos, debía ser determinada 
y controlada por los jueces. Lorenzo Latorre aceptó la posi- 
ción de la Justicia y el Poder Ejecutivo, la Administración, no 
intervino más haciendo trabajar a los recluidos en el taller de 
adoquines. 


La Ley de abril de 1891 también distinguió que el recluido 
está bajo la dependencia y potestad de los jueces, mientras que 
el área administrativa del sistema penitenciario está bajo la 
órbita del Poder Ejecutivo o de los órganos de la Administra- 
ción. Por lo tanto, estas son las bases fundamentales. 


En cuanto al problema en sí de las salidas transitorias, aún 
con la mayor benevolencia y compasión, porque cierta bene- 
volencia hay que tener -por algo Carter dijo que si el poder no 
permite el ejercicio de la compasión, el poder no sirve ética- 
mente para nada- no creo que los presos estén demasiado des- 
amparados, pues cuentan con el procesamiento sin prisión; por 
disposición constitucional, con la libertad provisional; con la 
posibilidad de sustituir la pena de prisión por una multa; con 
que el juez puede suspender condicionalmente la pena; con 
que existe la libertad anticipada y con la gracia de la Suprema 
Corte de Justicia. En consecuencia, quien no puede acceder a 
ninguna de estas vías, las salidas transitorias deben ser casos 
verdaderamente excepcionales, no comunes o de uso diario. 
Quiero aclarar que no considero como salida transitoria la que 
se da cuando ocurre un acontecimiento familiar infortunado 
del recluido y se lo autoriza a concurrir. Esto no es una salida 
transitoria, ya que se lo autoriza a salir acompañado de un 
guardia policial, acudiendo, por ejemplo, a un sepelio o asis- 
tiendo a ese hecho infortunado. 
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Sobre las sanciones a la autoevasión tengo algunas dudas. 
Técnicamente, no es una autoevasión, sino otra cosa, pero 
existe un componente que debemos tener en cuenta. A mi 
entender, acá existe una defección del beneficiado a la fe que 
la autoridad le acordó a través de la salida transitoria. En 
consecuencia, estimo que sería saludable algún tipo de sanción 
o de apreciación. 


No me voy a ocupar -porque creo que no es el momento- 
del texto aditivo presentado por los señores Senadores del 
Frente Amplio. Sí lo haré en su momento, cuando se trate 
dicho tema. No obstante, quiero señalar que tengo cierta incli- 
nación por la responsabilidad de quienes incumplen sus fun- 
ciones, pero encuentro que introducir una navegación de aguas 
profundas en una de cabotaje, como es el problema de las 
salidas transitorias, equivale a ingresar en una enorme comple- 
jidad, sobre todo, para quienes no dominamos, como los seño- 
res Senadores Korzeniak y Millor, el problema de la responsa- 
bilidad del Estado. Sin duda, esto es algo muy complejo y 
dificultoso, más aun cuando se crea una responsabilidad por 
una acción mediata, y no inmediata. 


Me parece muy atinada la reflexión del señor Senador San- 
toro. Quien no cumple con sus obligaciones incurre en respon- 
sabilidad, la cual tiene diversas modalidades: penal, política, 
administrativa y patrimonial. La responsabilidad administrati- 
va, que es en la que incurren los jueces cuando actúan con 
error manifiesto y es la que debe hacer efectiva la Suprema 
Corte de Justicia. Respecto de esto, el señor Senador Santoro 
alude a la Ley de Judicatura, lo cual efectivamente es así. 


Yo he repetido más de una vez que me causa cierta desa- 
zÓn oír la expresión de que la Justicia es sagrada. Sagrado no 
hay nadie, dentro de un régimen democrático; y en un Estado 
de derecho todos son responsables. Lo que ocurre es que hay 
carriles que se deben respetar como, por ejemplo, la labor 
jurisdiccional. Pero llegado el momento de la sentencia, ésta 
puede ser criticada, estudiada; y cuando ha sido dictada con 
error inexcusable, quien la dictó debe ser responsabilizado. 
Por algo la Suprema Corte de Justicia tiene potestades disci- 
plinarias en ese sentido. Por otra parte, desearíamos que las 
hiciera efectivas más de una vez, por ejemplo, cuando nos 
llegan las quejas y reproches con relación a los jueces. 


Esta es una apreciación general que quería realizar. 


Por otro lado, quiero dejar la siguiente constancia. En la 
Cámara de Representantes se pronunció una expresión, a mi 
entender excesiva, y quien la formuló no le dio el verdadero 
alcance. En realidad, creo que decir que tenemos un Código 
Penal fascista deriva de un ímpetu momentáneo. A este Código 
se le podrán hacer reproches; todos sabemos que fue inspirado 
en el Código Rocco pero perfeccionado por Irureta. Nadie lo 
duda. Pero sí eso se piensa, en sesenta y tantos años de vigencia 
del Código deberían haber dicho que tal o cual artículo es fas- 
cista y, en consecuencia, intentar derogarlo. Sin embargo, no los 
he visto más que prorrumpir en esos adjetivos. 
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Debemos recordar que, aunque fue aprobado por la Asam- 
blea Deliberante de un gobierno de facto, el Código fue envia- 
do por el Consejo Nacional de Administración y lleva una 
firma que, fuera del respeto, el afecto y la vinculación perso- 
nal que he tenido en mi vida familiar con uno de los firmantes, 
que es don Tomás Berreta, no creo que se le pueda hacer a 
éste el reproche de que elevó a la Asamblea General un Códi- 
go fascista. Además, llevaba la firma del Ministro de Instrue- 
ción Pública, quien era el doctor Eduardo Jiménez de Arécha- 
ga, padre de los doctores Jorge y Eduardo compañeros de 
estudio, lamentablemente fallecidos. Me refiero a personas a 
cuyo progenitor no se le pudo hacer el cargo de que había 
elevado un Código con principios fascistas. Tal vez, al doctor 
Horacio Abadie Santos, que era Ministro de Instrucción Públi- 
ca en la época de promulgación del Código, se le podrían 
haber hecho reproches en tono político, pero no intelectual en 
el sentido de que haya prohijado un Código fascista. 


El doctor Irureta Goyena, autor del Código y Presidente 
del Colegio de Abogados, a quien el Poder Ejecutivo enco- 
mendó la redacción del Código, fue sepultado con honores 
nacionales, siendo Presidente de la República el doctor Amé- 
zaga y Ministro del Interior, el doctor Carbajal Victorica. To- 
dos los partidos políticos manifestaron sus reservas; inclusive, 
el doctor Juan Andrés Ramírez, entre todos sus elogios, tam- 
bién hizo las propias en cuanto a la actuación del doctor Irure- 
ta Goyena. 


No hay semidioses; todos somos hombres que, por la pro- 
pia imperfección de la naturaleza humana, a veces actuamos 
bajo el imperio de nuestros errores, de nuestras pasiones o de 
nuestros intereses. Sin embargo, el doctor Irureta Goyena no 
merece que se le haga el cargo de haber sido el autor de un 
Código fascista. 


El doctor Irureta Goyena no fue un hombre político y soy 
lo suficientemente viejo como para haber sido contemporáneo 
y colega suyo, ya que él falleció luego de que yo me recibiera 
de abogado. Creo que hacer esta constancia es un acto de 
justicia elemental y consideraría una traición a mi profesión si 
no hiciera estas manifestaciones. 


Muchas gracias. Era lo que quería decir. 
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7) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR SANABRIA. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA. - Señor Presidente: dado que algu- 
nos Senadores tenemos compromisos políticos asumidos con 
anterioridad y en virtud de que esta sesión es extraordinaria, 
mocionamos a efectos de que el Senado pase a cuarto interme- 
dio hasta el martes próximo a la hora 16, a efectos de seguir 
tratando este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo a lo resuelto, se pasa a cuarto intermedio hasta 
el martes próximo a las 16 horas. 


8) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE - Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 26 minutos, presidiendo el 
licenciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los 
señores senadores Arismendi, Astori, Atchugarry, Barbato, 
Heber, Hierro López, Korzeniak, Mallo, Millor, Pozzolo, 
Quarneti, Sanabria, Santoro, Sarthou, Segovia y Virgili.) 
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